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Presidente Comisión Séptima Cámara de Represen-

tantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate del Proyecto de ley número 126 de 2015 Cá-
mara, por medio de la cual se adiciona un artículo a 
la Ley 720 de 2001.

Queremos manifestar nuestra voluntad de sustituir 
la ponencia radicada el día 15 de diciembre de 2015, 
toda vez que hemos recibido una serie de consideracio-
nes y argumentos por parte de algunas organizaciones 
de voluntariado, en virtud de lo cual hemos decidido re-
considerar nuestra ponencia inicial, y en cumplimiento 
de la honrosa designación que nos hiciera la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Séptima de la Cámara de Repre-
sentantes de rendir ponencia para primer debate antes 
referido, nos permitimos poner a consideración de esta 
honorable corporación el siguiente texto:

I. Síntesis del proyecto
El proyecto busca no cobrar derechos de inscripción 

y renovación sobre los registros en las Cámaras de Co-
mercio a las Organizaciones de Voluntariado (ODV) lo-
cales y a las Entidades con Acción Voluntaria (ECAV) 
que sean parte del Sistema Nacional de Voluntariado.

II. Trámite del proyecto
La iniciativa es de Origen Congresional, cuyo autor 

es el honorable Representante Antonio Restrepo Sala-
zar, radicado en la Secretaría de la Cámara el día 29 de 

septiembre de 2015, cuyo texto se encuentra publicado 
en la Gaceta del Congreso número 764 de 2015.

III. Competencia y asignación de ponencia
Mediante comunicación conforme a lo expresado 

en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, fuimos desig-
nadas como ponentes para primer debate del Proyecto 
de ley número 126 de 2015 Cámara.

Para el desarrollo de la presente ponencia, hemos to-
mado como base los argumentos y estudios realizados 
por el autor del proyecto en su exposición de motivos, 
así como las apreciaciones recibidas de organizaciones 
de voluntariado.

IV. Marco Jurídico. Marco Constitucional
Artículo 38. Dispone “Se garantiza el derecho de 

libre asociación para el desarrollo de las distintas acti-
vidades que las personas realizan en sociedad”.

Marco Legal
Ley 720 de 2001 “Por medio de la cual se reco-

noce, promueve y regula la acción voluntaria de los 
ciudadanos colombianos”.

Artículo 1º. “Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto promover, reconocer y facilitar la Acción Volun-
taria como expresión de la participación ciudadana, 
el ejercicio de la solidaridad, la corresponsabilidad 
social, reglamentar la acción de los voluntarios en las 
entidades públicas o privadas y regular sus relacio-
nes”. Subrayado fuera de texto.

Artículo 3º. “Conceptos. Para los efectos de la pre-
sente ley se entiende por:

1. “Voluntariado” Es el conjunto de acciones de 
interés general desarrolladas por personas naturales 
o jurídicas, quienes ejercen su acción de servicio a la 
comunidad en virtud de una relación de carácter civil 
y voluntario.

2. “Voluntario” Es toda persona natural que libre 
y responsablemente, sin recibir remuneración de ca-
rácter laboral, ofrece tiempo, trabajo y talento para 
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la construcción del bien común en forma individual o 
colectiva, en organizaciones públicas o privadas o fue-
ra de ellas.

3. Son “Organizaciones de Voluntariado” (ODV) 
Las que con personería jurídica y sin ánimo de lucro 

proyectos y actividades de voluntariado con la partici-
pación de voluntarios.

4. “Entidades con Acción Voluntaria” (ECAV) Son 

realizan acción voluntaria” Subrayado fuera de texto.
Artículo 8º. “De la cooperación en el desarrollo 

de políticas públicas y ciudadanas. Las Organizacio-
nes de Voluntariado (ODV) y las entidades con Acción 
Voluntaria (ECAV) tendrán derecho a recibir las medi-

recursos públicos orientados al adecuado desarrollo 
de sus actividades, e igualmente a participar en el di-
seño de políticas públicas y ciudadanas a través de los 
medios establecidos por la Constitución y la ley para 

Parágrafo. El Gobierno nacional establecerá los 
mecanismos necesarios para facilitar la construcción 
de un indicador que valore el aporte de la Acción Vo-
luntaria al Producto Interno Bruto (PIB) del país.

V. Aspectos generales del proyecto
En la exposición de motivos el autor de la iniciativa 

señala que: “Actualmente, conforme a los dispuesto en 
los Decretos 2150 de 1995 y 427 de 1996, las personas 
jurídicas sin ánimo de lucro de que tratan los artículos 
40 a 45 y 143 a 148 del Decreto 2150 de 1995 deben 
inscribirse en las respectivas Cámaras de Comercio en 
los mismos términos, con las mismas tarifas y condi-
ciones previstas para el registro mercantil de los actos 
de las sociedades comerciales.

Cabe destacar que dentro de estas organizaciones se 
encuentran las Organizaciones de Voluntariado (ODV) 
locales y del orden nacional y a las Entidades con Ac-
ción Voluntaria (ECAV), que deben pagar los derechos 
respectivos en las Cámaras de Comercio respecto de 
la inscripción de estatutos, reformas, nombramientos 
de administradores, libros, disolución y liquidación, en 
los mismos términos, derechos y condiciones previstos 
para el registro de actos de las sociedades comerciales, 
además de la renovación anual de la matrícula mer-
cantil.”2

es menester 
poner de presente que si bien se entiende la obligato-
riedad del registro de los actos y la renovación de la 
matrícula de las entidades sin ánimo de lucro, toda vez 
que fortalece la seguridad jurídica en favor de todos 
los colombianos, para el caso de las Organizaciones 
de Voluntariado (ODV) locales y del orden nacional 
y a las Entidades con Acción Voluntaria (ECAV), el 
pago de las tarifas de los diferentes actos sometidos 
a registro, así como la renovación de su matrícula, 
implica una erogación de unos recursos que sería de 
mayor utilidad en desarrollo del objeto social y misio-
nal de dichas organizaciones y entidades vinculadas 
al voluntariado. Es decir, que sería mucho más prove-
choso, tanto para la sociedad como para la comunidad 
en general, que esos recursos que las organizaciones 
de voluntariado cancelan a las Cámaras de Comercio 
fueran utilizados en desarrollo de las misiones y activi-
dades a que se dedican”.

Es importante señalar que las Cámaras de Comercio 
son personas jurídicas de derecho privado, que cum-
plen funciones públicas, entre ellas llevar los registros 
públicos integrados al Registro Único Empresarial y 
Social de Colombia (RUES). El artículo 93 del Código 
de Comercio4 establece que las Cámaras de Comercio, 
tendrán los ingresos ordinarios, así: Artículo 93. “In-
gresos ordinarios de las Cámaras. Cada Cámara ten-
drá los siguientes ingresos ordinarios:

1. El producto de los derechos autorizados por la 

2. Las cuotas anuales que el reglamento señale 

3. Los que produzcan sus propios bienes y servi-
cios”.

Por otra parte, la Corte Constitucional, mediante 
Sentencia número C-167 de 1995, respecto de las ac-
tuaciones de las Cámaras de Comercio señaló:

“Las actuaciones que las Cámaras de Comercio 
desarrollan en cumplimiento de la función pública del 
registro mercantil, es una función a cargo del Estado, 
pero prestada por los particulares por habilitación 
legal, igualmente, los ingresos que genera el registro 
mercantil, proveniente de la inscripción del comercian-
te y del establecimiento de comercio, así como de los 
actos, documentos, libros respecto de los cuales la ley 
exigiere tal formalidad, son ingresos públicos (tasa), 
administrados por estas entidades privadas, gremiales 

Contraloría General de la República. Las Cámaras de 
Comercio manejan fondos, que son el producto de la 
actividad impositiva del Estado y que no pueden tener-
se, por lo tanto, como consecuencia de un acto volun-
tario de los particulares. De consiguiente, el control 

versa sobre los fondos públicos percibidos por las Cá-
maras de Comercio, se aviene a los mandatos de la 
Constitución Política en los artículos 267 y 268”.

Ahora bien, frente a los ingresos de las Cámaras de 
Comercio, el Consejo Técnico de la Contaduría Públi-

Los ingresos de que trata el numeral 1 
del artículo 93 citado, se generan en aplicación de las 
tarifas en favor de las Cámaras de Comercio por el 
manejo del registro mercantil, las cuales son estable-
cidas por el Gobierno nacional con fundamento en las 
facultades atribuidas en el artículo 124 de la Ley 6ª de 
1992”.

Así mismo, en desarrollo de las facultades esta-
blecidas en el artículo 6° de la Ley 1150 de 2007, el 
Gobierno nacional establece que deben sufragarse en 
favor de las Cámaras de Comercio por el Registro de 
Proponentes.

A su vez, el artículo 166 del Decreto 019 de 2012, 
dispone: “Artículo 166. Del Registro Único Empresa-
rial y Social. Al Registro Único Empresarial (RUE) de 
que trata el artículo 11 de la Ley 590 de 2000, que inte-
gró el Registro Mercantil y el Registro Único de Propo-
nentes, se incorporarán e integrarán las operaciones 
del Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro creado 
por el Decreto 2150 de 1995, del Registro Nacional 
Público de las personas naturales y jurídicas que ejer-
zan la actividad de vendedores de Juegos de Suerte y 
Azar de que trata la Ley 643 de 2001, del Registro Pú-
blico de Veedurías Ciudadanas de que trata la Ley 850 
de 2003, del Registro Nacional de Turismo de que tra-
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ta la Ley 1101 de 2006, del Registro de Entidades Ex-
tranjeras de Derecho Privado sin Ánimo de Lucro con 
domicilio en el exterior que establezcan negocios per-
manentes en Colombia de que trata el Decreto 2893 de 
2011, y del Registro de la Economía Solidaria de que 
trata la Ley 454 de 1998, que en lo sucesivo se denomi-
nará Registro Único Empresarial y Social (RUES)-, el 
cual será administrado por las Cámaras de Comercio 

fe, para brindar al Estado, a la sociedad en general, a 
los empresarios, a los contratistas, a las entidades de 
economía solidaria y a las entidades sin ánimo de lucro 

Los ingresos provenientes de los registros públicos 
y los bienes adquiridos con estos, continuarán afectos 
a las funciones atribuidas a las Cámaras de Comercio 
por la ley o por el Gobierno nacional en aplicación del 
numeral 12 del artículo 86 del Código de Comercio”.

Así mismo, el artículo 182 de la ley 1607 de 2012, 
establece: “De la tasa contributiva a favor de las Cá-
maras de Comercio. Los ingresos a favor de las Cá-
maras de Comercio por el ejercicio de las funciones 
registrales, actualmente incorporadas e integradas 
en el Registro Único Empresarial y Social- Rues, son 
los previstos por las leyes vigentes. Su naturaleza es 
la de tasas, generadas por la función pública regis-
tral a cargo de quien solicita el registro previsto como 
obligatorio por la ley, y de carácter contributivo por 

-
más del registro individual solicitado, todas las demás 
funciones de interés general atribuidas por la ley y los 
decretos expedidos por el Gobierno nacional con fun-
damento en el numeral 12 del artículo 86 del Código 
de Comercio.

Las tarifas diferenciales y la base gravable de la 
tasa contributiva seguirán rigiéndose por lo estableci-
do en el artículo 124 de la Ley 6ª de 1992.

Parágrafo. Los ingresos por las funciones registra-
les que en lo sucesivo se adicionen al Registro Único 
Empresarial y Social (RUES), o se asignen a las Cáma-

la misma forma y términos actualmente previstos para 
el registro mercantil”.

El Sistema Nacional de Voluntariado (SNV), según 
el artículo 9° de la Ley 720 de 2001, es el conjunto 
de instituciones, organizaciones, entidades y personas 
que realizan acciones de voluntariado. Su objeto es 
promover y fortalecer la acción voluntaria con la socie-
dad civil y el Estado, a través de alianzas estratégicas 
y trabajo en red de las Organizaciones de Voluntariado 
(ODV), las Entidades con Acción Voluntaria (ECAV) 
y los voluntarios informales. Para dinamizar el SNV 
se han creado consejos municipales y departamentales 
y como máxima instancia el Consejo Nacional, el cual 
fue constituido el 4 de diciembre de 2009 en el marco 
de la celebración del Día Internacional del Voluntaria-
do. Es así como el SNV se compone de un único Con-
sejo Nacional de Voluntariado, diecisiete (17) Conse-
jos Departamentales de Voluntariado y ciento ochenta 
y cinco (185) Consejos Municipales de Voluntariado.

Según el artículo 17 del Decreto 4290 de 2005, se 
consideran Organizaciones de Voluntariado (ODV) 
o Entidades con Acción Voluntaria (ECAV) de orden 
nacional, aquellos organismos que hacen presencia 
constante en mínimo siete (7) departamentos, cuyos 
capítulos departamentales se encuentren inscritos en 

los consejos municipales de voluntariado respectivos 
y cuentan con más de cuatro mil (4.000) voluntarios 
en sus registros. Organizaciones que podrán acceder al 

VI. Consideraciones de las ponentes
Sin perjuicio de la obligatoriedad del registro, y en 

atención a que estas organizaciones cumplen un verda-
dero rol de apoyo al Estado en temas centrales para la 
sociedad como son la atención y prevención de desas-
tres, apoyo en el tema del sistema de salud, educación, 
control social, participación ciudadano, llevar techo y 
recursos a los más necesitados como lo expresa el au-

que busca esta iniciativa de exonerar el pago por los de-
rechos de inscripción y renovación de los registros en 
las Cámaras de Comercio del país a las Organizaciones 
de Voluntariado (ODV) locales y del orden nacional y 
a las Entidades con Acción Voluntaria (ECAV) que ha-
gan parte del Sistema Nacional de Voluntariado, pues 
con ello se contribuye a que cuenten con unos mayores 
recursos para la inversión en el objeto de su función y 
del servicio que prestan a la comunidad.

VII. Proposicion
Por las anteriores consideraciones, nos permitimos 

solicitar a los honorables Representantes de la Comi-
sión Séptima de la Cámara de Representantes, aprobar 
en primer debate el Proyecto de ley número 126 de 
2015 Cámara, por medio de la cual se adiciona un 
artículo a la Ley 720 de 2001.

De los honorables Representantes,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 126 DE 2015
por medio de la cual se adiciona un artículo a la Ley 

720 de 2001 y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. No se cobrarán derechos de inscripción 

y renovación sobre los registros en las Cámaras de Co-
mercio a las Organizaciones de Voluntariado (ODV) 
locales y del orden nacional y a las Entidades con Ac-
ción Voluntaria (ECAV) que demuestren pertenecer al 
Sistema Nacional de Voluntariado.
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Artículo 2°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fe-
cha de su promulgación y deroga todas las disposicio-
nes que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 087  

DE 2015 CÁMARA
 

de 1992 y se dictan otras disposiciones.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 

150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en atención a 
la designación efectuada por la Mesa Directiva de la 
Comisión Sexta Constitucional Permanente de la hono-
rable Cámara de Representantes, nos permitimos pre-
sentar el informe de ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 087 de 2015 Cámara, por la 

se dictan otras disposiciones.
1. Antecedentes del proyecto de ley
El proyecto de ley que nos ocupa corresponde a una 

iniciativa presentada por el honorable Representante a 
la Cámara Eduardo Diazgranados Abadía, remitido a la 
Comisión Sexta de la Cámara de Representantes cuya 
Mesa Directiva designa como ponentes a los honora-
bles Representantes Jairo Enrique Castiblanco Parra, 
Alfredo Ape Cuello y Jorge Eliécer Tamayo Marulan-

Igualmente, cabe resaltar que una iniciativa con si-
milar contenido y pretensión, fue presentada anterior-
mente por el Senador Jorge Eliécer Guevara. En el Pro-
yecto de ley número 128 de 2012, por medio de la cual 
se establecen lineamientos para el cambio de pénsum 
académicos y cobros de matrículas en la educación 
superior cuya exposición de motivos fue presentada 
en la Gaceta del Congreso número 661 de 2012 y su 
respectiva ponencia publicada en Gaceta del Congreso 
número 870 de 2012 siendo aprobada el 20 de marzo de 
2012. La ponencia para segundo debate fue publicada 
en la Gaceta del Congreso número 392 de 2013, archi-

-
miento del artículo 190 de la Ley 5ª de 1992.

El primer debate se surtió en sesión ordinaria de la 
Comisión Sexta Constitucional Permanente de la Ho-
norable Cámara de Representantes el día 6 de abril de 
2016, de conformidad con las prescripciones constitu-
cionales y legales, especialmente las contenidas en la 
Ley 5ª de 1992. En dicha sesión se discutió el proyecto 
de ley, el cual contó con varias proposiciones, las cua-
les se relacionan a continuación; indicando su autor y 

Proposiciones realizadas en primer debate

HONORABLE
REPRESENTANTE PROPOSICIÓN JUSTIFICACIÓN

ESTADO

APROBADA NO  
APROBADA

Jorge Eliécer Tamayo 
Marulanda

-
grafo 5° del artículo 1°:
Las instituciones de Educación 

privadas no podrán cobrar valo-
res adicionales por la inclusión 

estudios de materias, cursos, ac-
tividades curriculares y extracu-
rriculares diferentes a los oferta-
dos al estudiante al momento de 
ingresar a la Institución de Edu-
cación Superior; salvo que sean 
aceptados por el estudiante.

-
bros solo se podrían hacer sobre 
cursos no ofertados dentro del 
pensum académico ofrecido por 
las IES en el momento de matri-
cularse el estudiante. SÍ

Jorge Eliécer Tamayo 
Marulanda

Adición de un parágrafo nuevo 
al artículo 1° descrito así:
“Las Instituciones de Educa-

-
ciales y privadas no podrán 
retener los valores cancelados 
por los estudiantes para la rea-
lización de cursos especiales y 
de educación continuada o per-
manente que no sea prestados 
efectivamente.”

Normalmente las IES, abren 
cursos o módulos que dependen 
muchas veces del número de ins-
critos para su realización; lo que 
se pretende es que si se cobra por 
esta inscripción y no se ejecutan 
tales cursos, estos dineros sean 
devueltos a los estudiantes y no 
reinvertidos en forma arbitraria 
por las IES.

SÍ
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HONORABLE
REPRESENTANTE PROPOSICIÓN JUSTIFICACIÓN

ESTADO

APROBADA NO  
APROBADA

Víctor Correa Vélez

Adición de un nuevo parágrafo 
al artículo 1°:
Las instituciones de Educación 
Superior públicas informarán 
los gastos que asuman por con-
cepto del parágrafo 2° de este 
artículo (ausencia de pago de 
derechos de grado por impo-
sibilidad de recursos del estu-
diante) para que los mismos 
sean cubiertos por la asigna-
ción del presupuesto del año 
siguiente.

Se pretende con esta proposi-

estudiante (la exención de pago 
de derechos de grado por impo-
sibilidad material de pago) no se 
convierta en una carga más para 
la misma universidad pública.

SI, sin embargo como 
en otra proposición se 
suprime el cobro por 
derechos de grado, se 
crea una incongruen-
cia, entre esta y la otra 
proposición, la cual de-
berá subsanarse en el la 
ponencia para segundo 
debate.

Alfredo Ape Cuello 
Baute

Suprímase el literal e) del ar-
tículo 1° del Proyecto de ley 
número 087 de 2015.
Relacionado con los derechos de 
grado.

otro proyecto de ley de su auto-
ría, en el cual se busca precisa-
mente la eliminación del cobro 
de los derechos de grado, pues 
según su consideración, durante 
los 10 semestres o la duración de 
la carrera ya está implícito el co-
bro por tal concepto.

SI.
En consecuencia se su-
prime el literal e) del 
artículo 1°.

 

Con las proposiciones presentadas y aprobadas, se 
dio la aprobación integral al proyecto de ley en la mis-
ma sesión de la Comisión.

Fuimos designados como ponentes para segundo 
debate los honorables Representantes Jairo Enrique 
Castiblanco Parra, Jorge Enrique Tamayo Marulanda 
y Alfredo Ape Cuello.

Con el propósito de conocer la posición sobre esta 
iniciativa por parte del Ministerio de Educación, la 
Asociación Colombiana de Universidades (Ascun), y 
el Observatorio de la Universidad Colombiana; se soli-
citó concepto sobre el proyecto de ley de referencia el 
día 12 de abril de 2016, de los cuales el Ministerio de 
Educación y el Observatorio de la Universidad Colom-
biana emitieron concepto a la fecha de presentación de 
esta ponencia para segundo debate. 

2. Competencia
El proyecto de ley está en consonancia con los ar-

tículos 150, 154, 157, 158 de la Constitución Política 
referentes a su origen, competencia, formalidades de 
publicidad y unidad de materia.

Así mismo, está en línea con lo establecido en el 
artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, ya que se 
trata de una iniciativa parlamentaria.

3. Marco jurídico del proyecto de ley
El Proyecto de ley número 087 de 2015 Cámara 

1992 y se dictan otras disposiciones”
la presente ponencia cumple con lo establecido en el 
artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992.

Así mismo, con los artículos 154, 157, 158 y 169 de 
la Constitución Política referentes a la Iniciativa Legis-
lativa, formalidades de Publicidad, Unidad de Materia 
y título de la ley. Así mismo con el artículo 150 de la 

-
nes del Congreso está la de hacer las leyes.

4. Análisis preliminar
Como base de estudio para la elaboración del pre-

sente proyecto de ley, se analizó el Decreto 110 de 

respecto a los derechos pecuniarios en las institucio-
nes de educación superior de carácter privado”: Sobre 
el particular considera el autor, adolecen de claridad y 
rigurosidad, favoreciendo el aumento desconsiderado 
en este tipo de costos, desdibujando así, la educación 
como derecho de la persona y servicio público con fun-
ción social (artículo 67 C. N.).

Igualmente, se adoptó el estudio de la Sentencia 
C-654 de 2007 de la Corte Constitucional que tiene 
como tema principal, la demanda parcial de inconstitu-
cionalidad contra el artículo 122 de la Ley 30 de 1992 

-
ción superior”, pretendiendo la declaratoria de inexe-
quibilidad de los derechos de grado y los destinados a 
mantener un servicio médico asistencial. En esta sen-
tencia se rescatan como conclusiones importantes, pri-
mero, el hecho de que si bien la Constitución Política 
protege la actividad económica, la iniciativa privada y 
la libre competencia, al tiempo que reconoce el derecho 
de los particulares a fundar centros educativos, esta-
blece que tales libertades no pueden anular ni dismi-
nuir el carácter de servicio público y de función social 
atribuido por la Constitución a la Educación, incluso 
como derecho fundamental. Resalta con esmero, que la 
educación aun la privada debe prestarse en condiciones 
tales que garantice la igualdad de oportunidades en el 
acceso a ella.

Además de lo expuesto en la citada sentencia, tam-
bién se concluye, que si bien es cierto en el artículo 67 

interpretar que tal asunto está deferido al legislador, 
quien no puede desconocer que aunque esos derechos 
sean de contenido económico, ante todo deben guar-
dar correspondencia con la educación en su doble di-
misión: como derecho de la persona y como servicio 
público con función social.

se interpreta como un llamado al legislador a detentar 
ese poder conferido por el Estado, para regular las ar-

privada, de la actividad particular, e incluso de los ele-
mentos sancionatorios en caso de existir un desequili-
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brio entre derechos de orden económico (atribuido a 
los establecimientos particulares) y la educación como 
derecho fundamental.

De igual forma se examinó la Ley 1740 de 2014 en 
la cual se cuenta con avances interesantes en materia 
de inspección y vigilancia de la educación superior, así 
como: velar por la calidad y la continuidad del servicio 
público de educación superior, propender por la mejor 
formación moral, intelectual y física de los educandos 
y por el cumplimiento de los objetivos de la educación 
superior, entre otras. 

Ahora bien, independientemente de lo positivo de 
esta norma, se observa un vacío en relación con el con-
trol al cobro de los derechos pecuniarios en la Educa-
ción Superior.

5. Comentarios al proyecto de ley

En consideración de los ponentes, la iniciativa le-
gislativa que propone el Representante a la Cámara y 
miembro del Partido de la U, Eduardo Diazgranados 
Abadía, supone un asunto de relevante interés público, 
dadas las implicaciones sociales y educativas. El tema 
se constituye como un problema de la esfera pública 

pensando en alternativas de vigilancia, supervisión y 
control detentadas en el Estado, para la regulación de 
un derecho con función social como lo es la Educación.

de la Ley 30 de 1992; ley por la cual se organiza el ser-
vicio público de educación superior y adicionar otras 
disposiciones relacionadas con el cobro de los derechos 
pecuniarios que por razones académicas pueden exigir 
las instituciones de Educación Superior.

y exacto sobre conceptos, regulación y porcentajes de 
incremento en los denominados derechos pecuniarios 
que a la fecha cobran las Instituciones de Educación 
Superior, logrando así, de un lado, la materialización 
de la vigilancia y supervisión que ostenta el Estado so-
bre la educación como derecho, y de otro, la limitación 
de las barreras que impiden el acceso a la educación 
superior de la sociedad colombiana.

Análisis de la Situación Actual

Tal y como lo establece la Corte Constitucional me-
-

curar medidas para el acceso continuo de las personas 
a las universidades en el país, mediante la adopción de 
mecanismos que hagan posible el ingreso a la educa-
ción superior”.

En la práctica sin embargo se contraría la intensión 
de los derechos, pues se observa que se ha impuesto un 
sistema inequitativo con la actual regla que regula la 
estipulación de los derechos pecuniarios en la Educa-
ción superior, la cual abre la puerta, para que con una 

nacional sobre los proyectos e inversiones que se han 
adelantado en las IES, se incremente muchas veces en 
forma desmesurada, estos costos. Lo cual trae como 
consecuencia que un derecho fundamental quede al 
libre examen de particulares y a la inspección de una 
entidad del Estado, de un modo subjetivo y sin unos 
parámetros precisos, que constituyan obligación para 
las partes.

Un estudio realizado por el Observatorio de la Uni-
versidad Colombiana1 evidencia la difícil situación que 
atraviesan las familias de estratos medios y bajos; el 
mismo arroja como preocupantes conclusiones:

1. Los valores de las matrículas de universidades 
privadas en el país suben cada año desmesuradamen-
te por encima al número de SMLMV que se requieren 
para cubrir la totalidad del costo de los derechos pecu-
niarios.

2. Entre los años 2007 y 2012 el salario mínimo su-
bió en un 30.66% y el promedio de matrículas subieron 
en un 44.42%

3. Los anteriores aumentos se dieron a pesar de que 
para la vigencia del año 2012 el Ministerio de Educa-
ción Nacional, sugirió a las Instituciones de Educación 
Superior un aumento del 4.02%

4. Dentro de las mismas conclusiones advertían que 
el Estado era patrocinador de tales condiciones, dado 
que el control y vigilancia que imprime es mínimo y la 
legislación actual demasiado benévola.

En otro estudio realizado por el Ministerio de Edu-
cación nacional2 sobre la educación superior en Co-
lombia (2012), se observaron entre otras las siguientes 
conclusiones:

suelen elegir universidades públicas antes que privadas 
porque las matrículas suelen ser más económicas, la 
mayoría hubiesen preferido universidades privadas de 
no ser por los altos costos que conllevan.

2. Que lo anterior constituye una de las barreras de 
acceso a la educación superior asociada a los altos cos-

Plan Nacional de Desarrollo.
3. Se determinó una variable interesante y es aque-

lla que tiene que ver con el problema de la permanencia 
en la educación; circunstancia que se da precisamente 
por la ausencia de un criterio rector acerca del costo de 
los derechos pecuniarios en la educación superior que 
conlleva a la inequidad social.

Paralelo a esta problemática, se advierte una forma 
de abuso con el cobro de porcentajes (en promedio el 
10%) por encima del valor de la matrícula cuando esta 
se realiza en forma extemporánea. 

3 se 

-
gaciones contractuales entre los sujetos, es el contrato 
de matrícula, en la que por su forma de creación, solo 
una parte lo redactaba y la otra lo aceptaba, la doctri-

su contenido normativo a favor del consumidor, en el 
cual las condiciones se deben estipular de forma con-
creta, clara y completa, que puedan ser leídas a simple 
vista, donde se obliga a entregar copia del contrato, 

1 www.universidad.edu.co
2

3 Héctor Manuel Rodríguez Cortes. Intereses que 
cobran IES por matrículas extraordinarias son usura 
(ilegales) en : 
php?option=com_conten&view=article&id=397:intere
ses –que-cobran-ies-por-maticulas-extraordinarias-son-
usura-y-son-ilegales&catid=16:noticias&itemid=198
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entre tantas otras exigencias legales que debe cumplir 

de las sanciones pecuniarias por concepto del no pago 
oportuno de los derechos de matrícula. Es costumbre 
de las Instituciones de Educación Superior establecer 
en sus normas internas sanción por extemporaneidad 
en el pago del valor de la matrícula, sanción que se tasa 
en cuantía superior de la que se cobraría por concepto 
de intereses corrientes, porque no se está en mora, por 
el capital no pagado en la fecha establecida, lo que im-
plica en término jurídicos, abuso del derecho, asumir 
una facultad sancionatoria estableciendo a su arbitrio 
la cuantía amparados en la autonomía universitaria, 
es una tasación sancionatoria por un servicio que aún 
no se ha recibido: el servicio de educación superior se 
paga por el consumidor de manera anticipada.

En relación a esto, en un concepto del Ministerio de 
Educación Nacional4 se reconoce, que esta situación se 
da, por la falta de una norma que regule dicho cobro: 

-
gración expresa del cobro de matrícula extraordinaria, 
analizando en contexto las normas constitucionales y 
legales sobre el tema de la autonomía universitaria es-
pecialmente el artículo 28 de la Ley 30 de 1992, se ob-
serva, que esta se concreta a la autonomía universitaria, 
en aplicación de la cual, estos entes pueden crearse o 

-
démicas, administrativas y generar, organizar y desa-

sus labores formativas, académicas, docentes, cientí-

seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y 
adoptar sus recursos para el cumplimiento de su misión 
social y de su función institucional.

-
nomía universitaria como la capacidad de autorregula-

de la persona jurídica que presta el servicio público de 
educación superior. De esta premisa se deduce la capa-

que la autonomía no es ilimitada o sea no se convierte 
en soberanía universitaria.

Así mismo, el Ministerio de Educación Nacional5 

de matrícula extraordinaria, sin embargo, en ejercicio 
de la autonomía universitaria prevista en la Constitu-
ción Política y la Ley 30 de 1992, las instituciones de 

pagos del valor de la matrícula, así como fechas poste-
riores para su cancelación extemporánea, cuando esta 
posibilidad se encuentre prevista en sus reglamentos 
internos. 

Se interpreta de lo anterior, que amparados por la 
denominada autonomía universitaria, las Instituciones 
de Educación Superior, gozan de discrecionalidad para 

de matrícula extemporánea, teniendo como único cri-

parámetro para considerarlo como tal.

4 -
cional. Cobro matrícula extraordinaria en universidades. 

html
5 

html

Según el estudio realizado por el observatorio, las 
universidades han venido cobrando altos porcentajes 
en general (oscilan entre 5 y 20%) por el concepto de 
matrículas extraordinarias, sin que a la fecha, medie 
una regla por parte del Estado que establezca criterios 
de equidad.

1740 de 23 de diciembre de 2014 en materia de inspec-
ción y vigilancia a las instituciones de educación supe-

a los derechos pecuniarios en la educación superior, 

de equidad social.
Es importante resaltar que el criterio propuesto en 

el actual proyecto de ley, no vulnera el principio de 
la Autonomía Universitaria, para lo cual es pertinente 
invocar a la Honorable Corte Constitucional en Sen-
tencia T-068 de 2012 estableciendo su concepto y sus 
límites: (…) La Autonomía Universitaria se consagra 
en el artículo 69 de la Constitución Política, consiste 
en la facultad de la que gozan las universidades para 
darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos 
de acuerdo con la ley, es un principio de autodetermi-
nación derivado de la Constitución y que sin embar-
go esta autonomía no es de carácter absoluto, es decir, 
cuenta con límites; en ejercicio de este principio, las 
Instituciones educativas deber respetar los valores y 
principios consagrados en la Constitución, así como 
respetar y garantizar los derechos fundamentales, entre 
ellos, el acceso a la educación.

El MEN, con relación al texto aprobado en primer 
debate presentó una serie de observaciones en la cual 
resaltamos la siguiente:

• Con relación al recargo o incremento sobre el va-
lor de la matrícula cuando el pago se realice de forma 
extraordinaria o extemporánea, manifestó lo siguiente:

– Con base en la Sentencia C-926 de 2005, donde 
la Corte ha manifestado lo siguiente: “conforme lo ha 
señalado la jurisprudencia, la autonomía está deter-
minada por el campo de acción de las universidades, 

-
miento y designación de sus profesores, autoridades 
académicas y administrativas; (3) seleccionar sus 
alumnos; (4) señalar sus programas académicos y los 
planes de estudio que regirán su actividad académica, 
conforme a los parámetros mínimos señalados en la ley 
y ” El Ministe-

tienen las Instituciones de Educación Superior para de-
terminar el valor que por concepto de matrícula deben 
cancelar sus estudiantes.

Al respecto, los ponentes manifestamos que el pro-
yecto en ningún momento busca intervenir en la fun-
ción administrativa de las Instituciones de Educación 
Superior, ya que son ellas las que determinan el costo 
del valor de la matrícula; lo que sí pretende el mismo 
es regular el cobro por concepto de pago extraordinario 
o extemporáneo de un servicio que todavía no se ha 
prestado, generando un ingreso adicional a las Institu-
ciones de Educación Superior que generalmente no se 
encuentra presupuestado, ya que su principal fuente de 
ingresos son las mismas matrículas de las cuales ya han 
determinado su costo. Un reconocimiento de un pago 
extemporáneo lo que genera de por sí, es una sanción 
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pecuniaria al estudiante y una barrera de acceso a la 
educación superior.

El Observatorio de la Universidad Colombiana, emi-
te concepto al Proyecto de ley número 087 de 2015 en 
donde establece su posición y comparte aspectos pro-
puestos y es de relevancia en el concepto lo siguiente:

• “Aceptar incrementos de matrícula por encima 
del IPC es gravar permanentemente a todos los estu-
diantes de las actuales cohortes y los próximos, pues 
las aprobaciones que da el Ministerio para aumentos 
superiores al IPC no se aplican para una vigencia sino 
de manera permanente, al tiempo que convierte los va-
lores superiores en piso presupuestal y base para in-
crementos futuros”.

• “Así mismo, admitir esta situación también afec-

aumentos de matrícula a IES acreditadas por encima 
del IPC, termina constituyéndose en un premio doble, 
pues estas ya reciben un gran subsidio cruzado de par-
te del Estado por el programa Ser Pilo Paga, cuando 
por ejemplo su inversión en promoción y publicidad 
es mínima para matricular a estos estudiantes, y lo 
que haría el no controlar sus aumentos de matrícula 
es gravar aún más el presupuesto de programas como 
Ser Pilo Paga”.

• “Igualmente, admitirle aumentos por encima del 
IPC a IES con bajas condiciones de calidad, y que en 
el transcurso del tiempo no demuestren mejora en la 
misma, es cohonestar con malas administraciones o 
lucro disimulado”.

 Finalmente, debe advertirse que:

• a) “Si bien las IES se sostienen en su gran mayo-
ría con ingresos por matrícula, la educación superior 
representa una economía de escala; es decir, que no 
necesariamente aumentar una matrícula en un 10% 

para las IES, y

• b) que además de matrículas, las IES se pueden 

venta de servicios, alquiler de escenarios y equipos, 
investigaciones patrocinadas y venta de consultorías, 
entre otros aspectos, a tal punto que en algunos casos 

logran incrementar los conceptos por estos servicios y 
congelar la matrícula de un periodo a otro”. 

6. TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
EN LA COMISIÓN SEXTA DE LA CÁMARA DE 
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 087 DE 2015 CÁMARA

 
de 1992 y se dictan otras disposiciones.

Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 de 1992 
quedará así:

a) Derechos de Inscripción;

b) Derechos de Matrícula;

c) Derechos por realización de exámenes de habili-
tación, supletorios y preparatorios;

d) Derechos por la Realización de cursos especiales 
y de educación permanente;

-
tancias.

Con relación a los derechos de matrícula, las Insti-

privadas no podrán exigir ningún recargo o incremento 
sobre el valor de la matrícula cuando esta se realice en 
forma extraordinaria o extemporánea. 

Para los derechos establecidos en el literal e), estos 
no podrán ser superiores al 0.25% del valor de los dere-
chos de matrícula para el año correspondiente.

Parágrafo 1°. Las Instituciones de Educación 
Superior legalmente aprobadas fijarán el valor de 
todos los derechos pecuniarios de que trata este ar-
tículo, y aquellos destinados a mantener un servicio 
médico asistencial para los estudiantes, los cuales 
deberán informarse al Ministerio de Educación Na-
cional para efectos de la Inspección y vigilancia, de 
conformidad con la presente ley y con la Ley 1740 
de 2014.

Parágrafo 2°. Quienes carezcan de capacidad eco-
nómica comprobada para sufragar los costos señalados 
en el literal e), no se les podrá exigir su pago y con-
servan el derecho a graduarse. Así mismo quienes no 
cuenten con la capacidad económica comprobada para 
pagar el servicio médico asistencial previsto en el pa-
rágrafo primero, no se les podrá exigir su pago y po-
drán en todo caso acceder al servicio, igualmente no se 
podrá cobrar el servicio médico asistencial cuando el 

-
plementarios.

Parágrafo 3°. Las Instituciones de Educación Su-
perior podrán incrementar el valor de los derechos 
pecuniarios de forma anual, hasta el valor del Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) establecido por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), a nivel nacional, para el año inmediatamente 
anterior.

Parágrafo 4°. Las Instituciones de Educación Supe-

contemplados en este artículo, exigir otros derechos 
denominados derechos complementarios, los cuales no 
pueden exceder del 10% del valor de la matrícula.

Parágrafo 5°. Las Instituciones de Educación Su-

el plan de estudios de materias, cursos, actividades cu-
rriculares y extracurriculares diferentes a los ofertados 
al estudiante al momento de ingresar a la Institución 
de Educación Superior, salvo que sean aceptados por 
el estudiante.

Parágrafo 6°. Las Instituciones de Educación Su-
-

ner los valores cancelados por los estudiantes para la 
realización de cursos especiales y de educación con-
tinuada o permanente, que no sean prestados efecti-
vamente.

Parágrafo 7°. Las Instituciones de Educación Su-
perior Públicas, informarán los gastos que asuman por 
concepto del parágrafo 2° de este artículo, para que los 
mismos sean cubiertos a través de la asignación del 
presupuesto para el año siguiente.
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Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

7. Proposición

Por las consideraciones plasmadas en la presente 
ponencia, rendimos informe de ponencia favorable 
para segundo debate ante la Plenaria de la Cámara 
de Representantes al Proyecto de ley número núme-
ro 087 de 2015 Cámara, 

disposiciones
propuesto y solicitamos a los honorables Representan-
tes proceder a su discusión y aprobación.

De los honorable Representantes,

8. MODIFICACIONES PROPUESTAS PARA 
SEGUNDO DEBATE

TEXTO APROBADO 
EN PRIMER DEBATE

MODIFICACIONES  
PROPUESTAS

Título: -
lo 122 de la Ley 30 de 1992 y se dictan 
otras disposiciones.

Se mantiene igual.

Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 
de 1992 quedará así:
a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exáme-
nes de habilitación, supletorios y prepa-
ratorios;
d) Derechos por la realización de cursos 
especiales y de educación permanente;

-
dos y constancias.
Con relación a los derechos de matrí-
cula, las Instituciones de Educación 

no podrán exigir ningún recargo o in-
cremento sobre el valor de la matrícula 
cuando esta se realice en forma extraor-
dinaria o extemporánea. 
Para los derechos establecidos en el li-
teral e), estos no podrán ser superiores 
al 0.25% del valor de los derechos de 
matrícula para el año correspondiente.

Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 
de 1992 quedará así:
a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exáme-
nes de habilitación, supletorios y prepa-
ratorios;
d) Derechos por la realización de cursos 
especiales y de educación permanente;

-
dos y constancias.
Con relación a los derechos de matrí-
cula, las Instituciones de Educación 

no podrán exigir ningún recargo o in-
cremento sobre el valor de la matrícula 
cuando esta se realice en forma extraor-
dinaria o extemporánea.
Para los derechos establecidos en el lite-
ral e), estos no podrán ser superiores al 
0.25% del valor de los derechos de ma-
trícula para el año correspondiente. Sí 
el costo de la matrícula es cobrado de 
forma anual; estos cobros no podrán 
ser superiores al 0.125%. 

Parágrafo 1°. Las Instituciones de Edu-
cación Superior legalmente aprobadas 

pecuniarios de que trata este artículo, y 
aquellos destinados a mantener un ser-
vicio médico asistencial para los estu-
diantes, los cuales deberán informarse al 
Ministerio de Educación Nacional para 
efectos de la Inspección y vigilancia, de 
conformidad con la presente ley y con la 
Ley 1740 de 2014.

Se mantiene igual

TEXTO APROBADO 
EN PRIMER DEBATE

MODIFICACIONES  
PROPUESTAS

Parágrafo 2°. Quienes carezcan de ca-
pacidad económica comprobada para 
sufragar los costos señalados en el literal 
e, no se les podrá exigir su pago y con-
servan el derecho a graduarse. Así mis-
mo quienes no cuenten con la capacidad 
económica comprobada para pagar el 
servicio médico asistencial previsto en 
el parágrafo primero, no se les podrá 
exigir su pago y podrán en todo caso 
acceder al servicio, igualmente no se po-
drá cobrar el servicio médico asistencial 

Se propone la eliminación del texto su-
brayado, toda vez que en primer debate 
se propuso y aprobó la eliminación del 
literal e del actual artículo122 de la Ley 
30 de 1992 (artículo primero del proyec-
to); relacionado con el pago de derechos 
de grado.

Parágrafo 3°. Las Instituciones de Edu-
cación Superior podrán incrementar el 
valor de los derechos pecuniarios de 
forma anual, hasta el valor del Índice de 
Precios al Consumidor (IPC) estableci-
do por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE), a nivel 
nacional, para el año inmediatamente 
anterior. 

Parágrafo 3°. Las Instituciones de Edu-
cación Superior podrán incrementar el 
valor de los derechos pecuniarios de 
forma anual, hasta el valor del Índice de 
Precios al Consumidor (IPC) estableci-
do por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE), a nivel 
nacional, para el año inmediatamente 
anterior. Se exceptúa de lo establecido 
en este parágrafo al literal e.), y su co-
bro será conforme a lo establecido en 
el inciso tercero del presente artículo.

Parágrafo 4°. Las Instituciones de 

podrán además de los derechos contem-
plados en este artículo, exigir otros de-
rechos denominados derechos comple-
mentarios, los cuales no pueden exceder 
del 10% del valor de la matrícula.

Se mantiene igual

Parágrafo 5°. Las Instituciones de Edu-

privadas no podrán cobrar valores adi-

en el plan de estudios de materias, cur-
sos, actividades curriculares y extracu-
rriculares diferentes a los ofertados al 
estudiante al momento de ingresar a la 
Institución de Educación Superior, salvo 
que sean aceptados por el estudiante.

Se mantiene igual.

Parágrafo 6°. Las Instituciones de Edu-

privadas no podrán retener los valores 
cancelados por los estudiantes para la 
realización de cursos especiales y de 
educación continuada o permanente, que 
no sean prestados efectivamente.

Se mantiene igual.

Parágrafo 7°. Las Instituciones de Edu-
cación Superior Públicas, informarán 
los gastos que asuman por concepto del 
parágrafo 2° de este artículo, para que 
los mismos sean cubiertos a través de la 
asignación del presupuesto para el año 
siguiente.

Se propone eliminar este parágrafo 
en razón a que por otra proposición 
se eliminó el cobro de derechos de 
grado.

Artículo 2°. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

Se mantiene igual.

De los honorable Representantes,
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

087 DE 2015 CÁMARA
PROYECTO DE LEY NÚMERO 087  

DE 2015 CÁMARA

1992 y se dictan otras disposiciones.
Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 de 1992 

quedará así:
a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exámenes de habili-

tación, supletorios y preparatorios;
d) Derechos por la realización de cursos especiales 

y de educación permanente;
-

tancias.
Con relación a los derechos de matrícula, las Insti-

privadas no podrán exigir ningún recargo o incremento 
sobre el valor de la matrícula cuando esta se realice en 
forma extraordinaria o extemporánea. 

Para los derechos establecidos en el literal e, estos 
no podrán ser superiores al 0.25% del valor de los de-
rechos de matrícula para el año correspondiente. Si el 
costo de la matrícula es cobrado de forma anual; 
estos cobros no podrán ser superiores al 0.125%.

Parágrafo 1°. Las Instituciones de Educación Superior 

pecuniarios de que trata este artículo, y aquellos destinados 
a mantener un servicio médico asistencial para los estudian-
tes, los cuales deberán informarse al Ministerio de Educa-
ción Nacional para efectos de la inspección y vigilancia, de 
conformidad con la presente ley y con la Ley 1740 de 2014.

Parágrafo 2°. Así mismo quienes no cuenten con la 
capacidad económica comprobada para pagar el servi-
cio médico asistencial previsto en el parágrafo primero, 
no se les podrá exigir su pago y podrán en todo caso 
acceder al servicio, igualmente no se podrá cobrar el 
servicio médico asistencial cuando el estudiante este 

Parágrafo 3°. Las Instituciones de Educación Su-
perior podrán incrementar el valor de los derechos 
pecuniarios de forma anual, hasta el valor del Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) establecido por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), a nivel nacional, para el año inmediatamente 
anterior. Se exceptúa de lo establecido en este pará-
grafo al literal e.), y su cobro será conforme a lo es-
tablecido en el inciso tercero del presente artículo.

Parágrafo 4°. Las Instituciones de Educación Supe-

contemplados en este artículo, exigir otros derechos 
denominados derechos complementarios, los cuales no 
pueden exceder del 10% del valor de la matrícula.

Parágrafo 5°. Las Instituciones de Educación Su-

el plan de estudios de materias, cursos, actividades cu-
rriculares y extracurriculares diferentes a los ofertados 
al estudiante al momento de ingresar a la Institución 

de Educación Superior, salvo que sean aceptados por 
el estudiante.

Parágrafo 6°. Las Instituciones de Educación Su-

los valores cancelados por los estudiantes para la reali-
zación de cursos especiales y de educación continuada 
o permanente, que no sean prestados efectivamente.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

De los honorables Congresistas,

COMISIÓN SEXTA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN
INFORME DE PONENCIA  
PARA SEGUNDO DEBATE

Bogotá, D. C., 8 de junio de 2016
Autorizo la publicación del presente informe de po-

nencia para segundo debate, del texto que se propone 
aprobado en primer debate al Proyecto de ley número 
087 de 2015 Cámara, 
122 de la Ley 30 de 1992 y se dictan otras disposiciones.

-
sentantes Jairo Enrique Castiblanco Parra (Ponente 
Coordinador), Jorge Eliécer Tamayo Marulanda y Al-
fredo Ape Cuello Baute.

Mediante nota interna número C.S.C.P. 3.6-292 
del 8 de junio de 2016, se solicita la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.  

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE  
POR LA COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA 
DE REPRESENTANTES EN SESIÓN DEL DÍA 
SEIS (6) DE ABRIL  DE 2016 AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 087 DE 2015 CÁMARA
 

de 1992 y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 de 1992 

quedará así:
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Los únicos derechos pecuniarios que por razones 
académicas podrán exigir y cobrar las instituciones de 
educación superior son los siguientes:

a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exámenes de habili-

tación, supletorios y preparatorios;
d) Derechos por la realización de cursos especiales 

y de educación permanente;
-

tancias.
Con relación a los derechos de matrícula, las Insti-

privadas no podrán exigir ningún recargo o incremento 
sobre el valor de la matrícula cuando esta se realice en 
forma extraordinaria o extemporánea. 

Para los derechos establecidos en el literal e., estos 
no podrán ser superiores al 0.25% del valor de los dere-
chos de matrícula para el año correspondiente.

Parágrafo 1°. Las Instituciones de Educación Su-

los derechos pecuniarios de que trata este artículo, y 
aquellos destinados a mantener un servicio médico 
asistencial para los estudiantes, los cuales deberán 
informarse al Ministerio de Educación Nacional para 
efectos de la inspección y vigilancia, de conformidad 
con la presente ley y con la Ley 1740 de 2014.

Parágrafo 2°. Quienes carezcan de capacidad econó-
mica comprobada para sufragar los costos señalados en 
el literal e), no se les podrá exigir su pago y conservan el 
derecho a graduarse. Así mismo quienes no cuenten con 
la capacidad económica comprobada para pagar el servicio 
médico asistencial previsto en el parágrafo primero, no se 
les podrá exigir su pago y podrán en todo caso acceder al 
servicio, igualmente no se podrá cobrar el servicio médico 

servicios complementarios de salud.
Parágrafo 3°. Las Instituciones de Educación Su-

perior podrán incrementar el valor de los derechos 
pecuniarios de forma anual, hasta el valor del Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) establecido por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), a nivel nacional, para el año inmediatamente 
anterior.

Parágrafo 4°. Las Instituciones de Educación Supe-

contemplados en este artículo, exigir otros derechos 
denominados derechos complementarios, los cuales no 
pueden exceder del 10% del valor de la matrícula.

Parágrafo 5°. Las Instituciones de Educación Supe-
-

de estudios de materias, cursos, actividades curriculares y 
extracurriculares diferentes a los ofertados al estudiante al 
momento de ingresar a la Institución de Educación Supe-
rior, salvo que sean aceptados por el estudiante.

Parágrafo 6°. Las Instituciones de Educación Su-
-

ner los valores cancelados por los estudiantes para la 
realización de cursos especiales y de educación con-
tinuada o permanente, que no sean prestados efecti-
vamente.

Parágrafo 7°. Las Instituciones de Educación Su-
perior Públicas, informarán los gastos que asuman por 
concepto del parágrafo 2° de este artículo, para que los 
mismos sean cubiertos a través de la asignación del 
presupuesto para el año siguiente.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN SEXTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Abril 6 de 2016
En sesión de la fecha fue aprobado en primer debate 

y en los términos anteriores el Proyecto de ley número 
087 de 2015 Cámara, 
122 de la Ley 30 de 1992 y se dictan otras disposicio-
nes (Acta número 026) previo anuncio de su votación 
en sesión ordinaria del día 5 de abril de 2016, según 
Acta número 025 de 2016, en cumplimiento del artícu-
lo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003.

su curso legal en segundo debate en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 165  

DE 2015 CÁMARA, 49 DE 2014 SENADO
por la cual se establece la enseñanza de la educación 

 
en Colombia.

Bogotá, D. C., junio 7 de 2016 
Doctor
ATILANO GIRALDO
Presidente 
Comisión Sexta 
Cámara de Representantes 
Ciudad 
Referencia: Informe de ponencia para segundo 

debate al Proyecto de ley número 165 de 2015 
Cámara, 49 de 2014 Senado. 

En mi condición de Ponente designada por la Mesa 
Directiva de la Comisión Sexta Constitucional Perma-
nente de la Cámara de Representantes, y en cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley 5ª 
de 1992, me permito rendir informe de ponencia para 
segundo debate al Proyecto de ley número 165 de 2015 
Cámara, 49 de 2014 Senado, por la cual se establece la 

básica y media en Colombia.
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Antecedentes legislativos del proyecto 
La iniciativa fue radicada ante la Secretaria General 

de Senado por los honorables Senadores Rosmery Mar-
tínez, Antonio Guerra de la Espriella, Carlos Fernando 
Motoa Solarte, Daira de Jesús Galvis Méndez, Eugenio 
Enrique Prieto Soto, en el sentido de establecer la En-
señanza de la Educación Financiera en la Educación 
Básica y Media en Colombia.

Consideraciones generales
Colombia es un Estado de derecho que en los úl-

timos años ha mostrado, a pesar de la fragilidad de la 
economía mundial, un remarcable avance en este cam-
po. Logrando, no solo tener índices de crecimientos 

controlada y un desempleo a la baja. Sin embargo, esto 

con objeto de no estropear el importante trabajo hecho 
y poder aspirar a enfrentar de la manera más idónea po-
sible los retos que plantea el futuro. De esta manera, en 
los momentos en que el país y el mundo entero se ven 

-
cieras cada vez más complejas, se hace evidente que 
los conocimientos de la mayor parte de los ciudadanos, 
especialmente los que cuentan con menos recursos, so-
bre esta materia son, francamente, bastante escuálidos. 

Siendo prueba de aquella lastimosa situación, por 
ejemplo, los bajos resultados obtenidos en las Pruebas 

-
cesantes escándalos de captadoras ilegales, que usan el 
por algunos fácilmente reconocible esquema de Ponzi 
(comúnmente conocidas como pirámides). Por lo que 
resulta imperativo adoptar, de una vez por todas, la 

desarrollo económico más estable y responsable, al 
mismo tiempo que permite ampliar la perspectiva en la 
lucha contra la pobreza, la desigualdad y la ignorancia.

-
rencia (o condiciones precarias) de bienes materiales, 
culturales y sociales (alimentación, vestido, vivienda, 
salud, trabajo, educación, participación e integración 
familiar y social) que impiden que una persona o grupo 
lleve una vida digna limitando su desarrollo individual 
y social. El fenómeno de la pobreza es multidimensio-
nal y, en muchas ocasiones, tiene la forma de un círculo 
cerrado y hereditario: la ignorancia provoca, en ocasio-

social, de ahí deriva, también en muchas ocasiones, el 
fracaso escolar e los hijos”1. 

Fundamentos legales y constitucionales 
El presente proyecto de ley tiene una extensa fun-

damentación en el marco de la ley y la Constitución, 
estando este profundamente ligado al desarrollo de los 
objetivos de la educación y la autonomía institucional. 
De esta forma se plantea desarrollar los preceptos con-
sagrados en los artículos 67 de la Constitución Política, 
el 5° y 77 de la Ley 115 de 1994 y el objeto principal 
de Ley 1328 de 2009. 

Así, los mencionados fundamentos jurídicos son los 
siguientes:

1 

& Hernández, Alfredo (Eds) Diccionario de Sociología 

ESIC. Pág. 1087.

-
ción es un derecho de la persona y un servicio público 
que tiene una función social; con ella se busca el acceso 
al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás 
bienes y valores de la cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto a 
los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en 
la práctica del trabajo y la recreación, para el mejora-

-
ción del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables 
de la educación, que será obligatoria entre los cinco y 
los quince años de edad y que comprenderá como míni-
mo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del 
Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos 
a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema 

y por la mejor formación moral, intelectual y física de 
los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del 
servicio y asegurar a los menores las condiciones ne-
cesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán 

servicios educativos estatales, en los términos que se-
ñalen la Constitución y la ley”.

Artículo 5° -
cación. De conformidad con el artículo 67 de la Consti-
tución Política, la educación se desarrollará atendiendo 

1. El pleno desarrollo de la personalidad sin más 
limitaciones que las que le imponen los derechos de 
los demás y el orden jurídico, dentro de un proceso de 
formación integral, física, psíquica, intelectual, moral, 
espiritual, social, afectiva, ética, cívica y demás valores 
humanos.

2. La formación en el respeto a la vida y a los demás 
derechos humanos, a la paz, a los principios democrá-
ticos, de convivencia, pluralismo, justicia, solidaridad 
y equidad, así como en el ejercicio de la tolerancia y de 
la libertad.

3. La formación para facilitar la participación de to-
dos en las decisiones que los afectan en la vida econó-
mica, política, administrativa y cultural de la Nación.

4. La formación en el respeto a la autoridad legítima 
y a la ley, a la cultura nacional, a la historia colombiana 
y a los símbolos patrios.

5. La adquisición y generación de los conocimien-

la apropiación de hábitos intelectuales adecuados para 
el desarrollo del saber.

6. El estudio y la comprensión crítica de la cultura 
nacional y de la diversidad étnica y cultural del país, 
como fundamento de la unidad nacional y de su iden-
tidad.

7. El acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y 
demás bienes y valores de la cultura, el fomento de la 
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investigación y el estímulo a la creación artística en sus 
diferentes manifestaciones.

8. La creación y fomento de una conciencia de la 
soberanía nacional y para la práctica de la solidaridad 
y la integración con el mundo, en especial con Latino-
américa y el Caribe.

-
-

cional, orientado con prioridad al mejoramiento cultural y 
de la calidad de la vida de la población, a la participación 
en la búsqueda de alternativas de solución a los problemas 
y al progreso social y económico del país.

10. La adquisición de una conciencia para la conser-
vación, protección y mejoramiento del medio ambien-
te, de la calidad de la vida, del uso racional de los re-
cursos naturales, de la prevención de desastres, dentro 
de una cultura ecológica y del riesgo y la defensa del 
patrimonio cultural de la Nación.

11. La formación en la práctica del trabajo, median-
te los conocimientos técnicos y habilidades, así como 
en la valoración del mismo como fundamento del desa-
rrollo individual y social.

12. La formación para la promoción y preserva-
ción de la salud y la higiene, la prevención integral de 
problemas socialmente relevantes, la educación física, 
la recreación, el deporte y la utilización adecuada del 
tiempo libre, y

13. La promoción en la persona y en la sociedad de 
la capacidad para crear, investigar, adoptar la tecnología 
que se requiere en los procesos de desarrollo del país y 
le permita al educando ingresar al sector productivo”.

-

y el proyecto educativo institucional, las instituciones 
de educación formal gozan de autonomía para organi-

para cada nivel, introducir asignaturas optativas dentro 
de las áreas establecidas en la ley, adaptar algunas áreas 
a las necesidades y características regionales, adoptar 
métodos de enseñanza y organizar actividades formati-
vas, culturales y deportivas, dentro de los lineamientos 
que establezca el Ministerio de Educación Nacional”.

Conveniencia del proyecto
-

cipal de promoción del Proyecto de ley número 165 de 

conocimientos y se desarrollan las habilidades necesa-

con ello, incrementar el nivel de bienestar personal y 
familiar”2. Así, la cátedra propuesta resulta ser un arma 

-
to los efectos que de ser exitosa la medida causarían 
desde una mejora en las posibilidades de las personas 
de bajos recursos, dado que haría menos posible la co-
misión errores comunes y enseñaría a la población la 

gran valor dentro de la lucha contra la pobreza, incluso, 

2 Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros de México (2009). A 
B C de Educación Financiera. Pág. 26. 

Muchas veces la pobreza 

culturales y educativos [...] Los programas de lucha con-
tra la pobreza deben incluir procesos de educación.”3, 
siendo esta una de las pocas formas realmente efectivas 
de combatir los perniciosos efectos de la desigualdad, 
que todavía acosa al país de forma considerable. 

Que, por el momento, se torna claramente visible tras 
el análisis de las estadísticas, que indican un conocimiento 

colombianos más acaudalados, pero, por si no fuera poco, 
la desigualdad en este conocimiento no solo se ve por in-
greso sino también por género, tendiendo a estar, en tér-
minos relativos, peor informadas las mujeres con mejores 
ingresos y los hombres con los menores4. 

La

independientemente de su nivel de renta. A los niños 
les hace comprender el valor del dinero y el ahorro; a 
los jóvenes les prepara para vivir el día de mañana de 
manera independiente y a los adultos les ayuda a plani-

-

los estudios de sus hijos o a preparar la jubilación.”5 
Las Pruebas PISA de 2012 ubicaron al país en un 

no muy honroso último puesto en alfabetización eco-
nómica. Y, aunque es cierto que esta prueba fue reali-
zada solo junto a países o regiones cuyos estándares de 
vida son bastante superiores6 y la educación nacional 
obviamente no puede todavía competir, el puntaje de 
Colombia es bastante inferior, menos del 20% del pe-
núltimo. De hecho, la mejor ciudad de Colombia, Ma-
nizales, departamento de Caldas, solo supera a la peor 
provincia de Italia, Calabria. Además casi el 60% de 

básico de todos, casi tres veces más que Israel, quien 
es el segundo país con más estudiantes en dicho nivel7. 

De esta forma, resulta pertinente concluir que, no 
solo es muy conveniente implementar la Cátedra de 
Educación Económica y Financiera con objeto de 

-
-

dos los actores de la población”, para lograr un desarro-
llo económico sostenible y que rinda dividendos de forma 
más equitativa, tanto entre géneros como entre diferentes 
escalas de ingreso, en una coyuntura nacional donde son 

3 Arnaz, Enrique & Ardid, Miguel (1996). La Pobreza en 
el Mundo. Madrid: Aguilar. Pág. 102-103.

4 Ministerio de Hacienda y Crédito Público; Ministerio 
de Educación Nacional; Banco de la República; Super-
intendencia Financiera; Fondo de Garantías de Institu-
ciones Financieras; Fondo de Garantías de Entidades 
Cooperativas & Autorregulador del Mercado de Valores 
(2010). Estrategia Nacional de Educación Económica y 
Financiera: Una Propuesta para su Implementación en 
Colombia.

5 Banco de España & Comisión Nacional del Mercado de 
Valores de España (2008, mayo). -
nanciera, 2008-2012. Pág. 11. 

6 Aparte de los mencionados en el presente párrafo: Aus-
tralia, Croacia, España, Eslovaquia, Eslovenia, Estados 
Unidos, Estonia, Flandes (Bélgica), Francia, Letonia, 

Shanghái (República Popular de China). 
7 OCDE (2014). PISA 2012 Results: Students and Money. 

Financial Literacy Skills for the 21st Century. 
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complejos8. Razones por las cuales, se considera que la 
medida propuesta resulta ecuánime para facilitar la pro-
fundización de los cambios que la economía nacional su-
frirá en el corto, mediano y largo plazo. 

Finalmente es importante resaltar que a la actual 
iniciativa legislativa, le fue presentado concepto nega-
tivo por parte del Ministerio de Educación Nacional, 
el cual en la ponencia para segundo debate en el hono-
rable Senado, fue acogido y estudiado en su totalidad, 
despejando favorablemente todas las inquietudes y su-
gerencias planteadas por el mismo, por lo tanto resulta 
pertinente dar trámite al Proyecto de ley número 165 de 
2015 Cámara, acogiendo el texto propuesto en la po-
nencia para segundo debate en la Plenaria del Senado 
de la Republica. 

En ese orden de ideas, el texto propuesto en la po-
nencia para segundo debate en la plenaria del honora-
ble Senado de la República fue acogido por la Comi-
sión Sexta Constitucional Permanente de la honorable 
Cámara de Representantes y aprobado en su totalidad 
en la sesión del día martes 31 de mayo del año en curso. 

Proposición
De acuerdo con las anteriores consideraciones, me 

permito solicitar a la honorable Comisión Sexta Cons-
titucional Permanente de la Cámara de Representantes, 
darle segundo debate al Proyecto de ley número 165 
de 2015 Cámara, 49 de 2014 Senado, por la cual se 

educación básica y media en Colombia, con el pliego 

De los Honorables Representantes,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 165 DE 2015 

CÁMARA, 49 DE 2014 SENADO
por la cual se establece la enseñanza de la educación 

 
y media en Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto 
desarrollar los principios establecidos en el artículo 67 de 
la Constitución Nacional, y en la Ley 115 de 1994, respec-

Artículo 2°. Agréguese un literal al artículo 14 de la 
Ley 115 de 1994, el cual quedará así:

G) Educación Económicas y Financiera.
Artículo 3°. Por medio de la presente ley se faculta a 

las instituciones de educación básica y media para que 
en el marco de su autonomía institucional, incorporen 
contenidos necesarios para el desarrollo de competen-
cias elementales en economía y nociones básicas de 

8 García, Nidia; Grifoni, Andrea; López, Juan & Mejia, 
Diana (2013). La Educación Financiera en América La-
tina y el Caribe: Situación Actual y Perspectivas. Corpo-
ración Andina de Fomento.

-
-

dos los sectores de la población, autorícese al Gobierno 
para que celebre convenios con entidades públicas y 
privadas de carácter nacional e internacional, para la 
implementación de programas de promoción y educa-
ción sobre estos temas.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,

COMISIÓN SEXTA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE
Bogotá, D. C., 7 de junio de 2016
Autorizo la publicación del presente informe de po-

nencia para segundo debate, del texto que se propone 
aprobado en primer debate del Proyecto de ley número 
165 de 2015 Cámara, 49 de 2014 Senado, por la cual se 

educación básica y media en Colombia.
-

tante Martha Patricia Villalba (Ponente Coordinador).

del 7 de junio de 2016, se solicita la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR 
LA COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMA-
RA DE REPRESENTANTES EN SESIÓN DEL 
DÍA TREINTA Y UNO (31) DE MAYO DE 2016, 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 165 DE 2015 

CÁMARA, 49 DE 2014 SENADO
por la cual se establece la enseñanza de la educación 

 
y media en Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto 
desarrollar los principios establecidos en el artículo 67 de 
la Constitución Nacional, y en la Ley 115 de 1994, respec-

Artículo 2º. Agréguese un literal al artículo 14 de la 
Ley 115 de 1994, el cual quedará así:

G) Educación Económicas y Financiera.
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Artículo 3º. Por medio de la presente ley se faculta a 
las instituciones de educación básica y media para que 
en el marco de su autonomía institucional, incorporen 
contenidos necesarios para el desarrollo de competen-
cias elementales en economía y nociones básicas de 

-
-

dos los sectores de la población, autorícese al Gobierno 
para que celebre convenios con entidades públicas y 
privadas de carácter nacional e internacional, para la 
implementación de programas de promoción y educa-
ción sobre estos temas.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
COMISIÓN SEXTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Mayo 31 de 2016.
En sesión de la fecha fue aprobado en primer debate 

y en los términos anteriores el Proyecto de ley número 
165 de 2015 Cámara, 49 de 2014 Senado, por la cual se 

educación básica y media en Colombia (Acta número 
034) previo anuncio de su votación en sesión ordinaria 
del día 25 de mayo de 2016, según Acta número 033 de 
2016, en cumplimiento del artículo 8° del Acto legisla-
tivo número 01 de 2003.

su curso legal en segundo debate en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 115 
DE 2015 CÁMARA

por medio de la cual se establecen medidas de protec-

Leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009 y 599 de 2000, se 
penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se 

dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., junio de 2016
Doctor
MIGUEL ÁNGEL PINTO
Presidente 
Comisión Primera.
Cámara de Representantes
Asunto: Informe de ponencia para segundo 

debate al Proyecto de ley  número 115 de 2015 
Cámara, por medio de la cual se establecen medidas 

de protección al adulto mayor en Colombia, se modi-

2000, se penaliza el maltrato intrafamiliar por aban-
dono y se dictan otras disposiciones.

Apreciado señor Presidente:
En cumplimiento del honroso encargo que me hi-

ciera la Mesa Directiva de la Comisión Primera Cons-
titucional y en desarrollo de lo dispuesto en la Ley 5ª 
de 1992 (artículos 150, 153 y 156), en mi calidad de 
ponente, me permito radicar informe de ponencia para 
segundo debate al Proyecto de ley número 115 de 2015 
Cámara, cuyo contenido es el siguiente:

1. Antecedentes Legislativos
2. Propósito del proyecto de ley
3. Normas constitucionales y legales que soportan 

el proyecto de ley
4. Consideraciones frente al proyecto de ley
4.1 Aspectos que deben abordarse en la atención y 

restablecimiento de derechos de las personas adultas 
mayores

4.2 El marco normativo vigente
5. Contenido del Proyecto de ley número 115 de 

2015 Cámara
6. Conveniencia del proyecto de ley

8. Proposición
9. Texto propuesto para segundo debate.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 115 

DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se establecen medidas de protec-

Leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009 y 599 de 2000, se 
penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se 

dictan otras disposiciones.
1. Antecedentes legislativos
El Proyecto de ley número 115 de 2015 Cámara, fue 

presentado por iniciativa parlamentaria de los honora-
bles Representantes a la Cámara Guillermina Bravo 
Montaño, Carlos Eduardo Guevara Villabón y el suscri-
to ponente Óscar Hernán Sánchez León, siendo publi-
cado en la Gaceta del Congreso número 723 de 2015, 
debatido el pasado 24 de mayo del presente año, donde 
se tuvieron en cuenta, e incorporaron las observaciones 
de los honorables Representantes Carlos Abraham Jimé-
nez, Samuel Hoyos y de la Viceministra de Hacienda, 
doctora María Ximena Cadena en el articulado que se 
propondrá para ser discutido en segundo debate en Se-
sión Plenaria de la Cámara de Representantes. 

2. Propósito del proyecto de ley 
La iniciativa pretende reforzar la responsabilidad de 

las instituciones encargadas de proteger y cuidar a ni-
vel nacional al adulto mayor frente a la violencia que se 
ejerce en contra de ellos. La existencia y funcionamien-
to de dichas instituciones se encuentran en las Leyes 
1251 de 2008 y 1315 de 2009. 

Se propone fortalecer el esquema de protección de 
los adultos mayores desde el punto de vista del dere-
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desde los 60 años de edad y ampliando las conductas 
típicas a favor de este grupo poblacional. 

Igualmente, se pretende incluir dentro de las fun-
ciones del Consejo Nacional del Adulto Mayor como 
instancia participativa a nivel nacional que determina-
rá las principales acciones de prevención y protección 
frente a los casos de violencia contra esta población tan 
vulnerable.

Se incluyen otros deberes al Estado y se crea el 
programa de las Granjas para Adultos Mayores, inclu-

-
penderá por el mejoramiento de las condiciones socio- 
familiares del adulto mayor y se contribuirá con  
programas e iniciativas que permitan dinámicas encami-
nadas a fomentar prácticas direccionadas al cuidado del 
adulto mayor desde temprana edad.

Adicionalmente, se reglamentan las medidas nece-
sarias para generar los recursos para hacer que la ley 

3. Normas constitucionales y legales que sopor-
tan el proyecto de ley

Con respecto al particular, es importante considerar 
de manera integral no solo lo consagrado explícitamen-
te en el catálogo de derechos fundamentales recogidos 
en la Constitución Política, sino que adicional a ella, es 
de importancia remarcable el desarrollo que vía juris-
prudencia de entidad constitucional, se ha venido des-
plegando en materia de derechos fundamentales y la 
protección a los mismos.

En esta medida, es preciso indicar que tienen apli-
cación con efecto erga omnes y por ello las decisiones 

-
culantes”. Es decir, de obligatorio cumplimiento para 
quienes sin importar la razón se convierten en veedo-
res, ejecutores o garantes de la Constitución y su labor 

Estado Social y Democrático de Derecho.
Así las cosas y de conformidad con el anterior plan-

teamiento, lo primero que se debe traer a colación, es 
la calidad que la Corte Constitucional, reforzado en li-
neamientos de orden interamericano le otorga a todos 
los nacionales que por su condición o por su posición 
sociocultural o de la entidad que sea se encuentra en 
un estado de vulnerabilidad especial, los cuales se les 

que todos los mecanismos previstos para el acceso a 

-
diata para quienes padezcan de dicha vulnerabilidad, 

Por ello, es que de cara a la protección por parte del 
Estado y de todo quien tenga el deber de garante frente 
a un adulto mayor, debe propender por su calidad de 
vida en condiciones dignas conforme lo establece el ar-
tículo 46 de la Constitución Política el cual perceptúa: 
El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para 

la protección y la asistencia de las personas de la ter-
cera edad y promoverán su integración a la vida activa 
y comunitaria. El Estado les garantizará los servicios 
de la seguridad social integral y el subsidio alimenta-
rio en caso de indigencia”.

En el mismo sentido y desde una amplia e integral 
visión se debe leer los artículos 1°, 13, 48 y 53 del mis-

mo catálogo normativo, los cuales de acuerdo con la 
Sentencia T-458 de 1997 son la materialización de la 
efectividad del tratamiento privilegiado de quienes en 

” 
deben ser protegidos como se ha dicho antes de ma-
nera integral, prioritaria, entre otros, en los siguientes 
términos:

-
ta, dentro de los cuales se encuentran las personas de 
la tercera edad, quienes deben merecer, por parte de 
los poderes públicos, una especial protección (C. P. ar-
tículos 1º, 13, 46, 48 y 53). Adicionalmente, la Carta 
establece la defensa prioritaria de una serie de dere-
chos fundamentales, uno de los cuales es el derecho 
al mínimo vital (C. P. artículo 1°, 11 y 16). En estas 

el Estado-administración y el Estado-juez, están obli-
gados, en primerísima instancia, a defender las pen-
siones de los ancianos, como una forma de obedecer 
los imperativos constitucionales antes mencionados”.

En ese orden de ideas expondré de manera cronoló-
gica el desarrollo normativo al respecto, destacando el 
hecho de que esta revisada desde un punto de vista inte-
gral, ha obedecido a las realidades sociales y culturales 
que para ese momento eran necesarias.

Ley 60 de 1993 y Ley 100 de 1993. Estas normas 
-

cional para el sector salud, estableciendo las bases para 
su organización descentralizada y creando el Sistema 
General de Seguridad Social, con el objetivo de pasar 
del modelo asistencialista al de Seguridad Social, con-
cebida como un instrumento para garantizar la integra-
ción y mejorar la equidad, que incluye la ampliación 
de la cobertura de servicios de salud, la promoción de 
la salud y la prevención de enfermedades, así como el 

de atención curativa. También contempla programas de 
protección social para los grupos más vulnerables, es-
pecialmente la infancia, la tercera edad y las personas 
con discapacidad. 

En 1996 el Congreso de Colombia aprobó la Ley 
319, por medio de la cual fue 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, Protocolo de San Salvador, suscrito 
en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988. Esta ley 
plantea la protección a las personas mayores, y, entre 
otras, la obligación de adoptar medidas necesarias, tan-
to de orden interno, y mediante la cooperación entre 
los Estados, especialmente económica y técnica, hasta 

-
mente, y de conformidad con la legislación interna, la 
plena efectividad de los derechos que se reconocen en 
el Protocolo.

A partir de este momento, con la sentencia que se 
referenció al inicio de esta exposición la cual es con-

concientización de la necesidad de tomar medidas y la 
concreción del mandato constitucional y legal, obligó 
a la incorporación de medidas garantistas y proteccio-
nistas de fondo, dentro de la agenda de prioridades del 

-

La Ley 1276 de 2009 
de agosto de 2001 y estableció nuevos criterios de aten-
ción integral del adulto mayor en los Centros Vida.
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Ley 1315 de 2009 estableció condiciones mínimas 

centros de protección, centros de día e instituciones de 
atención.

Su artículo 4° dispuso que las instituciones regula-
das mediante esta ley, deberán solicitar ante la Secre-
taría de Salud correspondiente sea esta Departamental, 
Distrital o Municipal la autorización para su funciona-
miento e instalación.

Ley 1251 de 2008 expidió normas tendientes a 
procurar la protección, promoción y defensa de los 
derechos de los adultos mayores, de conformidad con 
el artículo 46 de la Constitución Nacional, la Declara-
ción de los Derechos Humanos de 1948, Plan de Viena 
de 1982, Deberes del Hombre de 1948, la Asamblea 
Mundial de Madrid y los diversos Tratados y Conve-
nios Internacionales suscritos por Colombia.

La Ley 599 de 2000 (Código Penal), dispone: Ar-
tículo 229. Violencia intrafamiliar. El que maltrate físi-
ca o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo 
familiar, incurrirá, siempre que la conducta no consti-
tuya delito sancionado con pena mayor, en prisión de 
cuatro (4) a ocho (8) años.

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas 
partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una 
mujer, una persona mayor de sesenta y cinco (65) años 
o que se encuentre en incapacidad o disminución física, 
sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado 
de indefensión.

Parágrafo. A la misma pena quedará sometido quien, 
no siendo miembro del núcleo familiar, sea encargado 
del cuidado de uno o varios miembros de una familia 
en su domicilio o residencia, y realice alguna de las 
conductas descritas en el presente artículo.

Artículo 230. Maltrato mediante restricción a la li-
bertad física. El que mediante fuerza restrinja la liber-
tad de locomoción a otra persona mayor de edad perte-
neciente a su grupo familiar o en menor de edad sobre 
el cual no se ejerza patria potestad, incurrirá en prisión 
de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses y en multa 
de uno punto treinta y tres (1.33) a veinticuatro (24) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre 
que la conducta no constituya delito sancionado con 
pena mayor.

Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el pre-
sente artículo se entenderá que el grupo familiar com-
prende los cónyuges o compañeros permanentes; el 
padre y la madre de familia, aunque no convivan en un 
mismo lugar; los ascendientes o descendientes de los 
anteriores y los hijos adoptivos; todas las demás perso-
nas que de manera permanente se hallaren integradas a 
la unidad doméstica. -
quier forma de matrimonio, unión libre.

Artículo 233. Inasistencia alimentaria. Artículo 

El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de 
alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, des-
cendientes, adoptante, adoptivo, cónyuge o compañero 
o compañera permanente, incurrirá en prisión de die-
ciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de 
trece punto treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Código Civil. Artículo 251. 
los padres. Aunque la emancipación dé al hijo el de-

recho de obrar independientemente, queda siempre 
obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el 
estado de demencia, y en todas las circunstancias de la 
vida en que necesitaren sus auxilios. 

Artículo 252. Derechos de otros ascendientes. Tie-
nen derecho al mismo socorro todos los demás ascen-

-
ciencias de los inmediatos descendientes. 

Ley 1276 de 2009, 

1986, que autoriza la emisión de una estampilla pro-
dotación y funcionamiento de los Centros de Bienestar 
del Anciano, instituciones y centros de vida para la ter-
cera edad, se establece su destinación y se dictan otras 
disposiciones.

4. Consideraciones frente al proyecto de ley
La violencia intrafamiliar se enfoca en una mayor 

proporción en la violencia contra la mujer o contra los 
menores de edad, pero hay una violencia muchas veces 
oculta, una violencia silenciosa que afecta a las perso-
nas de la tercera edad.

La violencia en contra del adulto mayor permanece 
velada por la indefensión física y la dependencia eco-
nómica y afectiva en la que se encuentran las personas 
de este grupo etario, es por esto que se conocen muy 
pocas denuncias al respecto y los casos solo son visi-
bles cuando la violencia traspasa el ámbito familiar o 
según la gravedad de la lesión.

Igualmente es preocupante que en Colombia crezca 
la práctica del maltrato por abandono, máxime cuando 
se trata de los miembros de una misma familia y aún 
más preocupante que en estos casos no exista ningún 
tipo de sanción. 

Es necesario y muy importante señalar enfáticamen-
te que cuando se presenta abandono o negligencia en el 
cuidado de una persona que por sus condiciones físicas, 

llegar a ser un adulto mayor, queda en situación de total 
dependencia de otra, rápida y fácilmente puede caer en 
complicadas enfermedades e incluso en la indigencia y 
en el peor de los casos la muerte.

La Organización Mundial de la Salud, estipula como 
edad promedio del comienzo de la vejez los 60 años, 
aunque este planteamiento se ha estandarizado, resulta 

la vejez. El geriatra colombiano Guillermo Marroquín 
Sánchez plantea que la tercera edad o edad de los abue-
los inicia a los 49 años y subdivide este proceso en seis 
edades más: vejez activa (49-63 años), vejez hábil (63-
70 años), vejez pasiva (70 a 77 años); y la edad de los 
bisabuelos que se inicia a los 77 años, la cual a su vez 
se subdivide así: senectud probable (77-84 años), se-
nectud posible (84-91 años), senectud excepcional (91-
105 años). Si bien la vejez es considerada como una 
etapa en el desarrollo de la persona, el envejecimiento 
como tal es el proceso que conduce a ese momento es-

-
mente desde el nacimiento o en la concepción misma.

De acuerdo con las proyecciones del DANE, en Co-
lombia hay más de 4.600.000 personas mayores de 60 
años, cifra que representa aproximadamente el 10% del 
total de la población. Las mujeres mayores representan 
una proporción más grande que la de los hombres, con 
el 54,2% y el 45,8% respectivamente.



Página 18 Miércoles, 8 de junio de 2016 G  374

Según las cifras proyectadas por el DANE para el 
año 2012 (con base en el censo realizado en el 2005), el 
departamento de Cundinamarca contó con una pobla-
ción de 2.557.623 habitantes, de los cuales 271.183 son 
personas mayores de 60 años, es decir, el 10.60% del 
total de la población, un poco por encima de la tasa pro-
medio nacional, que está cercana al 10%. De la men-
cionada cifra, 127.673 (es decir el 47%) son hombres 
y 143.510 (el 53%) son mujeres, siendo Cundinamarca 
uno de los departamentos con mayor índice de pobla-
ción mayor a 60 años en Colombia. Estos porcentajes 
tienden a aumentar, ya que para 2005 era de 9.82%, en 
2006 de 9.83%, en 2007 de 9.91%, en 2008 de 10.03%, 
en 2009 de 10.18%, en 2010 de 10.46% y en 2011 de 

Las cifras del DANE, muestran que para el año 
2020 habrá en el país alrededor de 6.500.000 personas 
mayores, lo que marca un crecimiento del 39,2% con 
respecto a 2011. Entre las ciudades y departamentos 
que más crecimiento porcentual tendrán para ese año 
están: Bogotá, con un 55%; Atlántico, con un 43,2%; 
Antioquia, con un 42,2% y Córdoba, con un 38,8%. 

Otra situación que está en aumento y que las autori-
dades han evidenciado es que se presenta abuso físico 
como agresión, desatención de necesidades e incumpli-
miento de las obligaciones por parte de los hijos; abu-
so material o económico como asignación de cargas 
y labores, chantaje para la repartición de sus bienes o 
dineros; y abusos contra la libertad obligándolos, por 
ejemplo, a vivir en hogares de sus familiares o en ho-
gares geriátricos.

Según el Instituto Nacional de Medicina Legal (Re-
querimiento número 351-GCRNV-2014), de enero a 
abril de 2014 se presentaron 391 casos de violencia in-
trafamiliar contra adultos mayores; en 2013 se presen-
taron 1.210 y en el año 2012, 1.497 casos.

Los casos de violencia intrafamiliar contra el adulto 
mayor en su mayoría son causados por los hijos o hijas 
o por terceros, y las ciudades con mayor número de 
casos reportados son Bogotá y Medellín.

-
sona en situación de vulnerabilidad frente a un hecho 
violento por encontrarse en un estado de indefensión. 
El Instituto de Medicina Legal en su informe de Foren-
sis las cifras muestran un ascenso 
desde el 2007, con el pico más alto en el 2010, con 
1.631 casos. Las víctimas con mayor número de casos 
siguen siendo las mujeres, con el 53% que corresponde 
a 793 casos.

El rango de edad más afectado y propenso a expe-
rimentar un hecho de violencia por un familiar estuvo 
ubicado entre los  64 años con un total de 579 
casos seguido por el grupo de edad de 65 a 69 años 
con 326 casos”.

El maltrato hacia las personas mayores puede ser 
-

terial), sexual, maltrato por negligencia o abandono y 
psicológico, siendo este último el más frecuente.

Frente a los agresores, según Medicina Legal, si-
guen siendo los familiares inmediatos como hijos (637 
casos), otros familiares (607 casos) hermanos, cuña-
dos, etc.

4.1. Aspectos que deben abordarse en la atención 
y restablecimiento de derechos de las personas adul-
tas mayores

• VIDA Y SUPERVIVENCIA: Comprende el dere-
cho que tiene todo ser humano a tener niveles de salud 
y nutrición adecuados, así como el acceso a servicios 
médicos y de seguridad social. 

• DESARROLLO: Comprende los derechos de 
las personas mayores relacionados con su autonomía 
como seres humanos, en las dimensiones físicas, Inte-
lectual, afectiva, y social. Así como el derecho a no ser 
separado de su entorno familiar y social a mantener una 
relación y contacto directo con ellos, al acceso a todas 
aquellas actividades que promuevan su bienestar so-
cial, espiritual y su salud física y mental, a capacitación 

sus capacidades y habilidades. 
• PROTECCIÓN: Comprende el derecho de la per-

sona mayor a ser protegida contra toda forma de abuso, 
maltrato, explotación, discriminación o cualquier prác-
tica que atente contra su dignidad humana.

• PARTICIPACIÓN: Esta área comprende el dere-
cho del Adulto Mayor, a expresar su opinión, toma de 
decisiones en aspectos que le conciernen y acceso a la 
información. 

De lo expuesto hasta el momento se colige que si 
bien en Colombia hay una normatividad muy amplia, 

-
ces los esquemas jurídicos de protección para lograr el 
pleno respeto y promoción de sus derechos fundamen-
tales. Esta situación es especialmente crítica en las zo-
nas rurales del país, en donde la cercanía directa con el 

procesos de urbanización van en detrimento de las con-
diciones de vida de sus pobladores, circunstancias que 
los adultos mayores del sector rural sufren la mayor 
contundencia, haciéndose más notoria la ausencia del 
Estado, en temas como la protección de los aspectos 
síquicos, afectivos, emocionales, morales; pleno acce-
so a bienes necesarios para una vida saludable (nutri-
ción, agua potable, saneamiento ambiental, protección 
social, trabajo, etc.), presencia de barreras físicos de 

de salud, inexistencia de condiciones de accesibilidad 
para personas con discapacidad (especialmente perso-
nas mayores).

De otro lado, dentro de las fuentes de recursos con 
destino a la Política Nacional de Envejecimiento y Ve-
jez se pueden relacionar los siguientes:
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Presupuesto General de la Nación 
Sistema General de Participaciones
Sistema General de Seguridad Social 
Recursos Propios de las Entidades Territoriales
Recursos de la Cooperación Técnica 

De acuerdo con información publicada en la página 
web del Ministerio de Trabajo, el Gobierno nacional 
tienen como propósito alcanzar la cobertura universal 
de los adultos mayores que se encuentran en condición 
de vulnerabilidad en el transcurso de los próximos 

adultos mayores de 65 años en el territorio nacional, a 
través del programa Colombia Mayor, el cual a 31 de 
diciembre de 2013 se desarrolla en 1.103 municipios y 
3 inspecciones departamentales, contando ya con más 

de pesos al año.
4.2. El marco normativo vigente 
La normatividad vigente, particularmente la penal, 

-
nera oportuna al adulto mayor víctima de violencia in-
trafamiliar, como medida de protección y prevención.

En efecto, el Código Penal Colombiano (Ley 599 de 
2000) en el artículo 229 en cuanto a violencia intrafa-
miliar expone que la pena se aumentará cuando la con-
ducta recaiga sobre un menor, una mujer, una persona 

pena quedará sometido quien, no siendo miembro del 
núcleo familiar, sea encargado del cuidado de uno o 
varios miembros de una familia en su domicilio o resi-
dencia (…)”. 

Al respecto, como se explica más adelante en de-
talle, en la presente iniciativa legislativa se incluyeron 
dentro de los rangos de edad de los sujetos pasivos de 
la violencia por un familiar a la persona mayor de 60 
años, aludiendo que la normatividad y las políticas pú-

aquel que tiene al menos dicha edad.
De igual forma se busca la integración de las di-

ferentes entidades que tienen a su cargo establecer las 
políticas y directrices para la protección del adulto ma-
yor y preparar al individuo en el tema de la ancianidad. 
Además buscar estrategias para que el adulto mayor 
siga siendo activo y útil a la familia y a la sociedad.

No encontramos un marco normativo que haga cum-
plir de manera efectiva el derecho del adulto mayor en 
condición de vulnerabilidad en cuanto a la obligación 
alimentaria a cargo de sus familiares.

5. Contenido del Proyecto de ley número 115 de 
2015 Cámara

Para cumplir con el objetivo de fortalecer la respon-
sabilidad de quienes la ley colombiana obliga brindar 
protección al adulto mayor frente a la ocurrencia de 
fenómenos de violencia, descuido y abandono que se 
puede ejercer en contra de ellos e igualmente busca es-
tablecer rutas y vías de asistencia ante la ocurrencia de 
estos fenómenos. 

En un primer momento busca crear una obligación 
de asistencia en centros especializados de atención de 
adultos mayores ante la ocurrencia de fenómenos de 

violencia intrafamiliar, esto mediante la creación del 
artículo 17 A de la Ley 1315 de 2009.

Igualmente el proyecto de ley pretende, ajustando el 
artículo 28 de la ley, otorgar más funciones al Consejo 
Nacional del Adulto Mayor, como instancia participati-
va a nivel nacional que determinará las principales ac-
ciones de prevención y protección frente a los casos de 
violencia contra esta población tan vulnerable.

la Ley 599 de 2000 (Código Penal) para hacer explíci-

-
tículo 229 ibídem para quienes incurran en la conducta 
sin ser integrantes del grupo familiar de la víctima.

Dicha reducción de la edad de la víctima, referen-
te a la violencia intrafamiliar (artículo 229 del Código 
Penal), está encaminada en el sentido de ampliar el al-
cance de la circunstancia de agravación punitiva rela-
cionada con cometer este delito sobre persona mayor 
de 65 años edad, dejándola desde los 60 años de edad 
de la víctima (sujeto pasivo), para la aplicación de di-
cha causal.

Al respecto debemos resaltar que existe un crite-
rio legalmente adoptado en Colombia para establecer 
la edad en la que comienza la adultez mayor, a los 60 
años. Así lo consagra expresamente el artículo 3º1 de 

-
dientes a procurar la protección, promoción y defensa 
de los derechos de los adultos mayores”, de manera que 

la propuesta del presente proyecto de ley acá descrita.
De igual manera se adiciona un texto al artículo 230 

de la Ley 599 de 2000 (…) o puesta bajo su cuidado y 
las personas que aún sin ser parte del núcleo familiar, 
sean encargadas del cuidado de uno o varios miembros 
de una familia. 

Por último y en concordancia con lo anterior, se 
crea un artículo nuevo en el Código Penal (Ley 599 de 
2000): Maltrato por descuido, negligencia o abandono 
en persona mayor de 60 años. 

Se pretende crear un nuevo delito en el estatu-

abandono del adulto mayor, ya que se ha vuelto una 
costumbre que las familias o las mismas instituciones 
encargadas de su cuidado y protección ejerzan acciones 
de descuido o negligencia o abandono, que en el peor 
de los casos lleva a los adultos mayores a vivir en las 
calles, a enfermarse y hasta morir. 

El proyecto de ley propone igualmente crear un ar-
tículo mediante el cual se establece en cabeza del ICBF 
la generación de una ruta de atención inmediata y para 

líneas telefónicas correspondientes para la denuncia y 
orientación frente a casos de violencia intrafamiliar, en 
especial frente a la violencia ejercida contra el adulto 
mayor. 

1 “  Para la interpretación y 
aplicación de la presente ley, téngase en cuenta las si-

 …
Es aquella persona que cuenta con sesen-

ta (60) años de edad o más”.
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a las normas que actualmente contempla nuestro or-
denamiento jurídico en aras de garantizar mayor pro-
tección a los derechos de nuestros abuelos, de manera 
especial frente a su seguridad alimentaria, entre otras 
disposiciones, se propone otorgar mayores facultades 

-
lia, mediante algunas adiciones a la Ley 1251 de 2008, 

derechos de los adultos mayores.
Se incluyen otros deberes al Estado y se crea el pro-

grama de las Granjas para Adultos Mayores, que pro-
pendan por mejorar las condiciones socio familiares 
del entorno en que vive el adulto mayor y se generen 
condiciones y otros programas, como las Redes de apo-
yo comunitario a las personas de la tercera edad. 

6. Conveniencia del proyecto de ley
Consideramos que debido al incremento del descui-

do, rechazo, maltrato y abandono de adultos mayores 
en Colombia, especialmente con respecto al bienestar 
alimentario, al igual atendiendo obligaciones de orden 
Constitucional, se deben tomar medidas que desde el 
legislativo y todas las instancias públicas competentes, 
propendan por dar herramientas a la sociedad, a las fami-
lias, a los adultos mayores y a las autoridades adminis-
trativas y judiciales, para que sean protegidos y reivindi-
cados los derechos de las poblaciones más vulnerables, 
marco dentro del cual la presente iniciativa encaja, esto 
considerando que el trabajo que lleve a una real protec-
ción y reivindicación de los derechos de los colombianos 
de la tercera edad, está aún en gran medida pendiente de 
realizarse con la profundidad y alcance requerido. 

En conclusión, la presente iniciativa persigue garan-
tizar en alguna medida la protección, defensa y garantía 
de los derechos de los adultos mayores, propósito fren-
te al cual naturalmente estamos de acuerdo, salvo algu-
nos comentarios que hacemos en el acápite siguiente. 

7. MODIFICACIONES PROPUESTAS AL 
TEXTO PARA SEGUNDO DEBATE

Artículo 12. Programa de asisten-
cia a personas de la tercera edad. 
En los municipios, distritos y depar-
tamentos, de acuerdo con su tradi-

creación, construcción, dotación y 
operación de Granjas para Adultos 
Mayores, para brindar en condicio-
nes dignas, albergue, alimentación, 
recreación y todo el cuidado que los 
usuarios requieran. Para este propó-
sito se podrán destinar recursos del 
gasto social presupuestado para la 
atención de personas vulnerables. 
Parágrafo 1°. Para una adecuada 
operación de las Granjas para Adul-
tos Mayores, durante los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el 
instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural (Incoder), el Servicio Na-
cional de Aprendizaje (SENA), el 
Ministerio de Salud y Protección 
Social y el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, generarán los 
lineamientos técnicos necesarios 
para la adecuada entrada en funcio-
namiento de las Granjas para Adul-
tos Mayores. 

Artículo 12. Programa de asisten-
cia a personas de la tercera edad. 
En los municipios, distritos y depar-
tamentos, de acuerdo con su tradi-

creación, construcción, dotación y 
operación de Granjas para Adultos 
Mayores, para brindar en condicio-
nes dignas, albergue, alimentación, 
recreación y todo el cuidado que los 
usuarios requieran. Para este propó-
sito se podrán destinar recursos del 
gasto social presupuestado para la 
atención de personas vulnerables. 
Parágrafo 1°. Para una adecuada 
operación de las Granjas para Adultos 
Mayores, durante los seis meses si-
guientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley, el Ministerio de Agricul-
tura y Desarrollo Rural, LA AGEN-
CIA NACIONAL DE TIERRAS 
Y EL CONSEJO SUPERIOR DE 
USO DE SUELO el Servicio Nacio-
nal de Aprendizaje (SENA), el Minis-
terio de Salud y Protección Social y 
el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, generarán los lineamientos 
técnicos necesarios para la adecua-
da entrada en funcionamiento de las 
Granjas para Adultos Mayores.

Toda vez, que los cambios efectuados por el Presi-
dente de la República el 7 de diciembre del año 2015, 
mediante Decreto-ley 2363 de 2015, en el cual se crean 
las Agencias de Desarrollo Rural, deja sin efectos el 
funcionamiento y con ellas las decisiones tomadas por 
el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural.

ARTÍCULO NUEVO: Modifíquese el artículo 3° de la Ley 1276 de 2009 

establecen nuevos criterios de atención integral del adulto mayor en los 
centros vida”. El cual quedará así:
Artículo 3°. Autorízase a las asambleas departamentales y a los concejos 
distritales y municipales para emitir una estampilla, la cual se llamará 
Estampilla para el bienestar del Adulto Mayor, como recurso de obligatorio 
recaudo para contribuir a la construcción, instalación, adecuación, 
dotación, funcionamiento y desarrollo de programas de prevención y 
promoción de los Centros de Bienestar del Anciano, Centros de Vida y 
Granjas para el adulto mayor, para la Tercera Edad, en cada una de 
sus respectivas entidades territoriales. El producto de dichos recursos se 
destinará, como mínimo, en un 70% 
Vida y Granjas para el adulto mayor, 
la presente ley; y el 30% restante, a la dotación y funcionamiento de los 
Centros de Bienestar del Anciano, sin perjuicio de los recursos adicionales 
que puedan gestionarse a través del sector privado y la cooperación 
internacional.
Parágrafo. El recaudo de la Estampilla de cada Administración 
Departamental se distribuirá en los distritos y municipios de su 
Jurisdicción en proporción directa al número de Adultos Mayores de los 
niveles I y II del Sisbén que se atiendan en los centros vida y en los centros 
de bienestar del anciano y en las granjas para el adulto mayor en los 
entes Distritales o Municipales. 

Este nuevo artículo fue incorporado dentro del 
texto propuesto, de acuerdo a las observaciones y su-
gerencias presentadas por la Viceministra, doctora 

señalaba en el concepto allegado al Representante Po-
nente el día 12 de abril de 2016, mediante Radicado 
C.P.C.P3.1-0597-2016, que el presente proyecto de ley, 
se encontraba en mora de ser aplicado, pero que de no 
contemplar o reglamentar dentro de la misma ley, cómo 

cabal aplicación la reforma planteada, sería muy difícil 
hacerlo, pues el Ministerio no se encontraba en posi-

-
tían recursos para hacerlo. Así las cosas fue necesario 
proponer un nuevo artículo en el que se presenta una 

 a la Ley 687 de 2001, por medio de la 
-

sión de una estampilla pro-dotación y funcionamiento 
de los Centros de Bienestar del Anciano, instituciones 
y centros de vida para la tercera edad, se establece su 
destinación y se dictan otras disposiciones.

ARTÍCULO NUEVO: Adiciónase un literal al artículo 7° de la Ley 
1276 de 2009, el cual quedará de la siguiente manera:
h) GRANJA: Conjunto de proyectos e infraestructura física de naturaleza 
campestre, técnica, operativa y administrativa, orientada a brindar en 
condiciones dignas, albergue, alimentación, recreación y todo el cuidado 
requerido para los Adultos Mayores, que las integren.
Estos centros de naturaleza campestre, deberán contar con asistencia 
permanente y técnica para el desarrollo de proyectos en materia agrícola, 
pecuaria, silvícola y ambiental.

Este nuevo artículo obedece a la lógica de la in-
tegración normativa, en virtud de la cual, para hacer 
aplicables la normas propuestas deben complementarse 
con los preceptos a los que se remite.

8. Proposición 
Con fundamento en las anteriores consideraciones 

y argumentos, en el marco de la Constitución Políti-
ca y la ley, propongo a los honorables miembros de la 



G  374  Miércoles, 8 de junio de 2016 Página 21

Plenaria de la Cámara de Representantes, dar segundo 
debate, al Proyecto de ley número 115 de 2015 Cáma-
ra, por medio de la cual se establecen medidas de pro-

Leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009 y 599 de 2000, se 
penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se 
dictan otras disposiciones. 

Cordialmente, 

9. TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 115 

DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se establecen medidas de protec-

Leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009 y 599 de 2000, se 
penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1°. Créese un artículo nuevo de la Ley 

1315 de 2009, del siguiente tenor: 
Artículo 17A. Los centros de protección social y 

de día, así como las instituciones de atención deberán 
acoger a los adultos mayores afectados por casos de 
violencia intrafamiliar como medida de protección y 
prevención. 

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes numerales 
al artículo 28 de la Ley 1251 de 2008, sobre las funcio-
nes del Consejo Nacional del Adulto Mayor: 

11. Asesorar la formulación y evaluar el funciona-
miento de los planes y programas de protección y lucha 
contra la violencia que se ejerza a los adultos mayores. 

12. Promover la creación de redes de apoyo con el 

núcleo familiar del adulto y así evitar la institucionali-
zación y la penalización. Ya que es necesario involu-
crar de manera directa a la familia quien es la encarga-
da de suplir la satisfacción de necesidades biológicas y 
afectivas de los individuos; responde por el desarrollo 
integral de sus miembros y por la inserción de estos en 
la cultura, la transmisión de valores para que se com-
porten como la sociedad espera de ellos. De ahí que 
la pertenencia a una familia constituye la matriz de la 
identidad individual. 

13. Promover la formulación de políticas para dar 
a conocer las obligaciones alimentarias de la familia 
para con las personas de la tercera edad, conformando 
grupos de enlace con el Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, las Secretarías de Desarrollo Social y las 
Comisarias de Familia. 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 229 de la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 229. Violencia intrafamiliar. El que mal-
trate física o sicológicamente a cualquier miembro de 

su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta 
no constituya delito sancionado con pena mayor, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años. 

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas 
partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una 
mujer, una persona mayor de sesenta (60) años o que 
se encuentre en incapacidad o disminución física, sen-
sorial y psicológica o quien se encuentre en estado de 
indefensión. 

Parágrafo. A la misma pena quedará sometido 
quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea en-
cargado del cuidado de uno o varios miembros de una 
familia y realice alguna de las conductas descritas en el 
presente artículo. 

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 230 de la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 230. Maltrato mediante restricción a la 
El que mediante fuerza restrinja la liber-

tad de locomoción a otra persona mayor de edad perte-
neciente a su grupo familiar o puesta bajo su cuidado, 
o en menor de edad sobre el cual no se ejerza patria 
potestad, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta 
y seis (36) meses y en multa de uno punto treinta y 
tres (1.33) a veinticuatro (24) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, siempre que la conducta no consti-
tuya delito sancionado con pena mayor. 

Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el pre-
sente artículo se entenderá que el grupo familiar com-
prende los cónyuges o compañeros permanentes; el 
padre y la madre de familia, aunque no convivan en un 
mismo lugar; los ascendientes o descendientes de los 
anteriores y los hijos adoptivos; todas las demás perso-
nas que de manera permanente se hallaren integradas a 
la unidad doméstica, las personas que no siendo miem-
bros del núcleo familiar, sean encargados del cuidado 
de uno o varios miembros de una familia. 
será derivada de cualquier forma de matrimonio, unión 
libre. 

Artículo 5º. Adiciónese el siguiente artículo a la 
Ley 599 de 2000: 

229A. Maltrato por descuido, negligencia o aban-
. El que someta a 

condición de abandono y descuido a persona mayor, 
con 60 años de edad o más, genere afectación en sus 
necesidades de higiene, vestuario, alimentación y sa-
lud, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y 
en multa de 1 a 5 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 

Parágrafo. El abandono de la persona mayor por 
parte de la institución a la que le corresponde su cuida-
do por haberlo asumido, será causal de la cancelación 
de los permisos o conceptos favorables de funciona-
miento y multa de 20 salarios mínimos legales men-
suales vigentes. 

Artículo 6°. Atención inmediata. El Gobierno na-
cional a través del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar implementará una ruta de atención inmediata 
y determinará los medios de comunicación correspon-
dientes frente a maltratos contra el adulto mayor, tanto 
en ambientes familiares como en los centros de pro-
tección especial y demás instituciones encargadas del 
cuidado y protección de los adultos mayores. 
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Artículo 7º. Adiciónase en el artículo 6º, numeral 

1251 de 2008, los siguientes literales: 
p) Introducir el concepto de educación en la socie-

dad fomentando el autocuidado, la participación y la 
productividad en todas las edades para vivir, envejecer 
y tener una vejez digna;

-
tados al empoderamiento del adulto mayor para la toma 
de decisiones relacionadas con su calidad de vida y su 
participación activa dentro del entorno económico y 
social donde vive;

r) Diseñar estrategias para promover o estimular 
condiciones y estilos de vida que contrarresten los 
efectos y la discriminación acerca del envejecimiento 
y la vejez;

s) Generar acciones para que los programas actuales 
de gerontología que se adelantan en las instituciones se 
den con un enfoque integral dirigido a todas las edades;

t) Promover la creación de redes familiares, muni-
cipales y departamentales buscando el fortalecimiento 
y la participación activa de los adultos mayores en su 

sus familias fortalecer vínculos afectivos, comunitarios 
y sociales;

u) Promover la Asociación para la defensa de los 
programas y derechos de la Tercera Edad;

v) Desarrollar actividades tendientes a mejorar las 
condiciones de vida y mitigar las condiciones de vul-
nerabilidad de los adultos mayores que están aislados 
o marginados. 

Artículo 8º. Inclúyase en el artículo 7º de la Ley 
1251 de 2008 (Objetivos de la Política Nacional de En-
vejecimiento Vejez) el siguiente numeral: 

-
dadores informales que hay en los hogares para atender 
a sus familiares adultos mayores que se encuentren con 
enfermedades crónicas o enfermedad mental. 

Artículo 9º. Adiciónase en la Ley 1251 de 2008, un 
nuevo artículo del siguiente tenor: 

Artículo 34A. Requerimiento. Las Comisarías de 
Familia podrán requerir a los familiares del adulto ma-
yor que deban alimentos por ley y que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad, para que cumplan con 
dicha obligación, evento en el cual la Comisaría de fa-
milia deberá establecer la cuota alimentaria provisio-
nal. Cumplido este procedimiento deberá el Comisario 
de Familia remitir el expediente a la Defensoría de Fa-
milia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
para que presente en nombre del adulto mayor la de-
manda de alimentos ante el Juez competente. 

Artículo 10. Responsables del cubrimiento de la 
-

ción de abandono, descuido o violencia intrafamiliar. 
El hecho de que el Estado, a través de los servicios pú-
blicos establecidos para la atención de los adultos ma-
yores en condiciones de descuido, abandono o víctimas 
de violencia intrafamiliar, brinde asistencia alimentaria 
a estas personas, no exime de responsabilidad penal y 
civil a quienes según las leyes colombianas, están obli-
gados a brindar la asistencia alimentaria que los adultos 
mayores requieren. 

Artículo 11. Obligaciones económicas derivadas 
-

taria. Cuando el Estado preste servicios públicos que 
impliquen una asistencia alimentaria a adultos mayores 

-
cia intrafamiliar, y esto conlleve la generación de un 
gasto a cargo del presupuesto público en cualquiera de 
sus niveles nacional, o territorial, o de sus entidades 
descentralizadas, contra quienes tengan a su cargo se-
gún las normas civiles la obligación de brindar asisten-
cia alimentaria, se impondrá a su titularidad la obliga-
ción de retribuir económicamente hasta en un 100%, 
los costos que se generen por concepto de asistencia 
alimentaria, y por las demás acciones que se hayan 
adelantado por el estado en procura de brindar calidad 
de vida a los adultos mayores. Las entidades públicas 
liquidarán estas obligaciones mediante actuación admi-

-
ción de los titulares de la obligación de brindar asis-
tencia alimentaria, al igual que les comunicará adecua-
damente la obligación que les asiste para garantizar el 
derecho de defensa, e igualmente terminará esta actua-
ción, mediante celebración de contrato de transacción 
o acto administrativo que genere a favor de la entidad 
pública la obligación dineraria a cargo del responsable 
de la obligación o exonere de la obligación al presunto 
responsable de la asistencia alimentaria. Las entidades 
públicas que tengan a favor acto administrativo debi-
damente ejecutoriado o hayan celebrado contrato de 
transacción, mediante el cual se reconozca a su favor la 
obligación de ser pagada una suma de dinero por con-
cepto de la suplencia en el cumplimiento de asistencia 
alimentaria, podrá en los términos del Código de Pro-
cedimiento Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo, realizar un procedimiento administrativo de 
cobro coactivo para lograr el recaudo de las sumas de 
dinero, las cuales al ingresar al tesoro de la entidad o 

-
nanciamiento de programas de inversión pública para 
brindar asistencia a población de la tercera edad. 

Artículo 12. Programa de asistencia a personas 
de la tercera edad. En los municipios, distritos y de-
partamentos, de acuerdo con su tradición y cultura, 

y operación de Granjas para Adultos Mayores, para 
brindar en condiciones dignas, albergue, alimenta-
ción, recreación y todo el cuidado que los usuarios 
requieran. Para este propósito se podrán destinar re-
cursos del gasto social presupuestado para la atención 
de personas vulnerables. 

Parágrafo 1°. Para una adecuada operación de las 
Granjas para Adultos Mayores, durante los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Agencia 
Nacional de Tierras y el Consejo Superior de Uso de 
Suelo, el instituto el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA), el Ministerio de Salud y Protección Social y 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, gene-
rarán los lineamientos técnicos necesarios para la ade-
cuada entrada en funcionamiento de las Granjas para 
Adultos Mayores.

Parágrafo 2°. Las unidades municipales de asisten-
cia técnica agropecuaria podrán incorporar en sus pla-
nes de asistencia técnica y planes operativos, el acom-
pañamiento y asistencia permanente a los proyectos de-
sarrollados que en materia agrícola, pecuaria, silvícola 
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y ambiental se desarrollen en las Granjas para Adultos 
Mayores. 

Artículo 13. Inmuebles destinados a la operación 
 Las entidades 

del orden nacional y departamental, en armonía con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la Ley 1551 de 2012, po-
drán ceder inmuebles a las entidades territoriales para 
la puesta en funcionamiento y operación de las Granjas 
para Adultos Mayores. 

Parágrafo 1°. La Dirección Nacional de Impuestos 
y Aduanas Nacionales de Colombia DIAN podrá ceder 
a título gratuito para la creación y el funcionamiento de 
las Granjas para Adultos Mayores, los bienes muebles 
e inmuebles de su propiedad que haya recibido a cual-
quier título para la cancelación de algún tipo de obliga-
ción tributaria. Igualmente esta entidad podrá destinar 
los muebles o la mercancía retenida a cualquier título 
en el desarrollo de sus competencias administrativas, 
para el funcionamiento, la dotación y equipamiento de 
las Granjas para Adultos Mayores. 

Parágrafo 2°. La Fiscalía General de la Nación 
igualmente podrá ceder a título gratuito con destino 
a la creación y el funcionamiento de las Granjas para 
Adultos Mayores, los bienes muebles e inmuebles de 
su propiedad que haya obtenido derivado de procesos 
de extinción de dominio o de procesos de similar na-
turaleza. 

Parágrafo 3°. Para poder ser cedido a título gratui-
to un bien mueble o inmueble de propiedad de una enti-
dad pública a una entidad territorial, esta última deberá 
realizar una solicitud por escrito a la entidad titular del 
derecho de propiedad o posesión del bien, en la cual 
exponga claramente su necesidad de adquirir el bien 
para la operación de una Granja para Adultos Mayores, 

del Banco de Programas y Proyectos de la entidad, la 
existencia de un proyecto viabilizado para el montaje y 

representante legal de la entidad solicitante, el cumpli-
miento o factibilidad de ser cumplidos al momento de 
la entrada en operación, de los lineamientos técnicos 

primero del artículo noveno de la presente ley. 
Artículo 14. 

personas de la tercera edad. El Estado, en cabeza del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las Se-
cretarías Municipales de Desarrollo Social o quienes 
hagan sus veces, con la participación de las Persone-
rías, la Defensoría del Pueblo, las IPS´S y la Policía 
Nacional, impulsarán la creación de Redes Sociales de 
Apoyo Comunitario a las personas de la tercera edad, 

que brinden la posibilidad de activar alertas tempranas 
y efectivas para la atención oportuna, ante la ocurrencia 
de eventos de abandono, descuido, violencia intrafami-
liar y hechos similares que pongan en riesgo la integri-
dad física o moral de algún adulto mayor. 

Artículo 15. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 

687 del 15 de agosto de 2001 y se establecen nuevos 
criterios de atención integral del adulto mayor en 
los centros vida”. El cual quedará así:

Artículo 3°. Autorízase a las Asambleas departa-
mentales y a los concejos distritales y municipales para 
emitir una estampilla, la cual se llamará Estampilla 

para el bienestar del Adulto Mayor, como recurso de 
obligatorio recaudo para contribuir a la construcción, 
instalación, adecuación, dotación, funcionamiento y 
desarrollo de programas de prevención y promoción de 
los Centros de Bienestar del Anciano, Centros de Vida 
y Granjas para adulto mayor, para la Tercera Edad, en 
cada una de sus respectivas entidades territoriales. El 
producto de dichos recursos se destinará, como mí-

Vida y Granjas para adulto mayor, de acuerdo con las 

dotación y funcionamiento de los Centros de Bienestar 
del Anciano, sin perjuicio de los recursos adicionales 
que puedan gestionarse a través del sector privado y la 
cooperación internacional.

Parágrafo. El recaudo de la Estampilla de cada Ad-
ministración Departamental se distribuirá en los distri-
tos y municipios de su Jurisdicción en proporción di-
recta al número de Adultos Mayores de los niveles I y 
II del Sisbén que se atiendan en los centros vida, en los 
centros de bienestar del anciano y en las granjas para 
adulto mayor en los entes Distritales o Municipales. 

Artículo 16. Adiciónase un literal al artículo 7° 
de la Ley 1276 de 2009, el cual quedará así:

h) GRANJA: Conjunto de proyectos e infraestruc-
tura física de naturaleza campestre, técnica, operativa 
y administrativa, orientada a brindar en condiciones 
dignas, albergue, alimentación, recreación y todo el 
cuidado requerido para los Adultos Mayores, que las 
integren.

Estos centros de naturaleza campestre, deberán con-
tar con asistencia permanente y técnica para el desarro-
llo de proyectos en materia agrícola, pecuaria, silvícola 
y ambiental.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las que le sean contrarias.

Cordialmente, 

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN PRIMERA 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESEN-
TANTES DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

115 DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se establecen medidas de protec-

Leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009 y 599 de 2000, se 
penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Créese un artículo nuevo de la Ley 

1315 de 2009, del siguiente tenor: 
Artículo 17A. Los centros de protección social y 

de día, así como las instituciones de atención deberán 
acoger a los adultos mayores afectados por casos de 
violencia intrafamiliar como medida de protección y 
prevención. 
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Artículo 2°. Adiciónense los siguientes numerales 
al artículo 28 de la Ley 1251 de 2008, sobre las funcio-
nes del Consejo Nacional del Adulto Mayor: 

11. Asesorar la formulación y evaluar el funciona-
miento de los planes y programas de protección y lucha 
contra la violencia que se ejerza a los adultos mayores. 

12. Promover la creación de redes de apoyo con el 

núcleo familiar del adulto y así evitar la institucionali-
zación y la penalización. Ya que es necesario involu-
crar de manera directa a la familia quien es la encarga-
da de suplir la satisfacción de necesidades biológicas y 
afectivas de los individuos; responde por el desarrollo 
integral de sus miembros y por la inserción de estos en 
la cultura, la transmisión de valores para que se com-
porten como la sociedad espera de ellos. De ahí que 
la pertenencia a una familia constituye la matriz de la 
identidad individual. 

13. Promover la formulación de políticas para dar 
a conocer las obligaciones alimentarias de la familia 
para con las personas de la tercera edad, conformando 
grupos de enlace con el Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, las Secretarías de Desarrollo Social y las 
Comisarías de Familia. 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 229 de la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 229. Violencia intrafamiliar. El que mal-
trate física o sicológicamente a cualquier miembro de 
su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta 
no constituya delito sancionado con pena mayor, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años. 

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas 
partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una 
mujer, una persona mayor de sesenta (60) años o que 
se encuentre en incapacidad o disminución física, sen-
sorial y psicológica o quien se encuentre en estado de 
indefensión. 

Parágrafo. A la misma pena quedará sometido 
quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea en-
cargado del cuidado de uno o varios miembros de una 
familia y realice alguna de las conductas descritas en el 
presente artículo. 

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 230 de la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 230. Maltrato mediante restricción a la 
El que mediante fuerza restrinja la liber-

tad de locomoción a otra persona mayor de edad perte-
neciente a su grupo familiar o puesta bajo su cuidado, 
o en menor de edad sobre el cual no se ejerza patria 
potestad, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta 
y seis (36) meses y en multa de uno punto treinta y 
tres (1.33) a veinticuatro (24) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, siempre que la conducta no consti-
tuya delito sancionado con pena mayor. 

Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el pre-
sente artículo se entenderá que el grupo familiar com-
prende los cónyuges o compañeros permanentes; el 
padre y la madre de familia, aunque no convivan en un 
mismo lugar; los ascendientes o descendientes de los 
anteriores y los hijos adoptivos; todas las demás perso-
nas que de manera permanente se hallaren integradas a 
la unidad doméstica, las personas que no siendo miem-

bros del núcleo familiar, sean encargados del cuidado 
de uno o varios miembros de una familia. 
será derivada de cualquier forma de matrimonio, unión 
libre. 

Artículo 5º. Adiciónese el siguiente artículo a la 
Ley 599 de 2000: 

229A. Maltrato por descuido, negligencia o aban-
. El que someta a 

condición de abandono y descuido a persona mayor, 
con 60 años de edad o más, genere afectación en sus 
necesidades de higiene, vestuario, alimentación y sa-
lud, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y 
en multa de 1 a 5 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 

Parágrafo. El abandono de la persona mayor por 
parte de la institución a la que le corresponde su cuida-
do por haberlo asumido, será causal de la cancelación 
de los permisos o conceptos favorables de funciona-
miento y multa de 20 salarios mínimos legales men-
suales vigentes. 

Artículo 6°. Atención inmediata. El Gobierno na-
cional a través del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar implementará una ruta de atención inmediata 
y determinará los medios de comunicación correspon-
dientes frente a maltratos contra el adulto mayor, tanto 
en ambientes familiares como en los centros de pro-
tección especial y demás instituciones encargadas del 
cuidado y protección de los adultos mayores. 

Artículo 7º. Adiciónase en el artículo 6º, numeral 

1251 de 2008, los siguientes literales: 

p) Introducir el concepto de educación en la socie-
dad fomentando el autocuidado, la participación y la 
productividad en todas las edades para vivir, envejecer 
y tener una vejez digna;

-
tados al empoderamiento del adulto mayor para la toma 
de decisiones relacionadas con su calidad de vida y su 
participación activa dentro del entorno económico y 
social donde vive;

r) Diseñar estrategias para promover o estimular 
condiciones y estilos de vida que contrarresten los 
efectos y la discriminación acerca del envejecimiento 
y la vejez;

s) Generar acciones para que los programas actuales 
de gerontología que se adelantan en las instituciones se 
den con un enfoque integral dirigido a todas las edades;

t) Promover La creación de redes familiares, muni-
cipales y departamentales buscando el fortalecimiento 
y la participación activa de los adultos mayores en su 

sus familias fortalecer vínculos afectivos, comunitarios 
y sociales;

u) Promover la Asociación para la defensa de los 
programas y derechos de la Tercera Edad;

v) Desarrollar actividades tendientes a mejorar las 
condiciones de vida y mitigar las condiciones de vul-
nerabilidad de los adultos mayores que están aislados 
o marginados. 
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Artículo 8º. Inclúyase en el artículo 7º de la Ley 
1251 de 2008 (Objetivos de la Política Nacional de En-
vejecimiento Vejez) el siguiente numeral: 

-
dadores informales que hay en los hogares para atender 
a sus familiares adultos mayores que se encuentren con 
enfermedades crónicas o enfermedad mental. 

Artículo 9º. Adiciónase en la Ley 1251 de 2008, un 
nuevo artículo del siguiente tenor: 

Artículo 34A. Requerimiento. Las Comisarías de 
Familia podrán requerir a los familiares del adulto ma-
yor que deban alimentos por ley y que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad, para que cumplan con 
dicha obligación, evento en el cual la Comisaría de fa-
milia deberá establecer la cuota alimentaria provisio-
nal. Cumplido este procedimiento deberá el Comisario 
de Familia remitir el expediente a la Defensoría de Fa-
milia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
para que presente en nombre del adulto mayor la de-
manda de alimentos ante el Juez competente. 

Artículo 10. Responsables del cubrimiento de la 
-

ción de abandono, descuido o violencia intrafamiliar. 
El hecho de que el Estado, a través de los servicios pú-
blicos establecidos para la atención de los adultos ma-
yores en condiciones de descuido, abandono o víctimas 
de violencia intrafamiliar, brinde asistencia alimentaria 
a estas personas, no exime de responsabilidad penal y 
civil a quienes según las leyes colombianas, están obli-
gados a brindar la asistencia alimentaria que los adultos 
mayores requieren. 

Artículo 11. Obligaciones económicas derivadas 
-

taria. Cuando el Estado preste servicios públicos que 
impliquen una asistencia alimentaria a adultos mayores 

-
cia intrafamiliar, y esto conlleve la generación de un 
gasto a cargo del presupuesto público en cualquiera de 
sus niveles nacional, o territorial, o de sus entidades 
descentralizadas, contra quienes tengan a su cargo se-
gún las normas civiles la obligación de brindar asisten-
cia alimentaria, se impondrá a su titularidad la obliga-
ción de retribuir económicamente hasta en un 100%, 
los costos que se generen por concepto de asistencia 
alimentaria, y por las demás acciones que se hayan 
adelantado por el estado en procura de brindar calidad 
de vida a los adultos mayores. Las entidades públicas 
liquidarán estas obligaciones mediante actuación admi-

-
ción de los titulares de la obligación de brindar asis-
tencia alimentaria, al igual que les comunicará adecua-
damente la obligación que les asiste para garantizar el 
derecho de defensa, e igualmente terminará esta actua-
ción, mediante celebración de contrato de transacción 
o acto administrativo que genere a favor de la entidad 
pública la obligación dineraria a cargo del responsable 
de la obligación o exonere de la obligación al presunto 
responsable de la asistencia alimentaria. Las entidades 
públicas que tengan a favor acto administrativo debi-
damente ejecutoriado o hayan celebrado contrato de 
transacción, mediante el cual se reconozca a su favor la 
obligación de ser pagada una suma de dinero por con-
cepto de la suplencia en el cumplimiento de asistencia 
alimentaria, podrá en los términos del Código de Pro-

cedimiento Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo, realizar un procedimiento administrativo de 
cobro coactivo para lograr el recaudo de las sumas de 
dinero, las cuales al ingresar al tesoro de la entidad o 

-
nanciamiento de programas de inversión pública para 
brindar asistencia a población de la tercera edad. 

Artículo 12. Programa de asistencia a personas 
de la tercera edad. En los municipios, distritos y de-
partamentos, de acuerdo con su tradición y cultura, 

y operación de Granjas para Adultos Mayores, para 
brindar en condiciones dignas, albergue, alimenta-
ción, recreación y todo el cuidado que los usuarios 
requieran. Para este propósito se podrán destinar re-
cursos del gasto social presupuestado para la atención 
de personas vulnerables. 

Parágrafo 1°. Para una adecuada operación de las 
Granjas para Adultos Mayores, durante los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el institu-
to Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), el Servi-
cio Nacional de Aprendizaje (SENA), el Ministerio de 
Salud y Protección Social y el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, generarán los lineamientos técnicos 
necesarios para la adecuada entrada en funcionamiento 
de las Granjas para Adultos Mayores. 

Parágrafo 2°. Las unidades municipales de asisten-
cia técnica agropecuaria podrán incorporar en sus pla-
nes de asistencia técnica y planes operativos, el acom-
pañamiento y asistencia permanente a los proyectos de-
sarrollados que en materia agrícola, pecuaria, silvícola 
y ambiental se desarrollen en las Granjas para Adultos 
Mayores. 

Artículo 13. Inmuebles destinados a la operación 
 Las entidades 

del orden nacional y departamental, en armonía con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la Ley 1551 de 2012, po-
drán ceder inmuebles a las entidades territoriales para 
la puesta en funcionamiento y operación de las Granjas 
para Adultos Mayores. 

Parágrafo 1°. La Dirección Nacional de Impuestos 
y Aduanas Nacionales de Colombia DIAN podrá ceder 
a título gratuito para la creación y el funcionamiento de 
las Granjas para Adultos Mayores, los bienes muebles 
e inmuebles de su propiedad que haya recibido a cual-
quier título para la cancelación de algún tipo de obliga-
ción tributaria. Igualmente esta entidad podrá destinar 
los muebles o la mercancía retenida a cualquier título 
en el desarrollo de sus competencias administrativas, 
para el funcionamiento, la dotación y equipamiento de 
las Granjas para Adultos Mayores. 

Parágrafo 2°. La Fiscalía General de la Nación 
igualmente podrá ceder a título gratuito con destino 
a la creación y el funcionamiento de las Granjas para 
Adultos Mayores, los bienes muebles e inmuebles de 
su propiedad que haya obtenido derivado de proce-
sos de extinción de dominio o de procesos de similar 
naturaleza. 

Parágrafo 3°. Para poder ser cedido a título gra-
tuito un bien mueble o inmueble de propiedad de una 
entidad pública a una entidad territorial, esta última de-
berá realizar una solicitud por escrito a la entidad titular 
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del derecho de propiedad o posesión del bien, en la 
cual exponga claramente su necesidad de adquirir el 
bien para la operación de una Granja para Adultos 

responsable del Banco de Programas y Proyectos de 
la entidad, la existencia de un proyecto viabilizado 
para el montaje y operación de la granja, y también 

-
dad solicitante, el cumplimiento o factibilidad de ser 
cumplidos al momento de la entrada en operación, 

-
dades indicadas en el parágrafo primero del artículo 
noveno de la presente ley. 

Artículo 14. 
personas de la tercera edad. El Estado, en cabeza 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
las Secretarias Municipales de Desarrollo Social o 
quienes hagan sus veces, con la participación de las 
Personerías, la Defensoría del Pueblo, las IPS’S y la 
Policía Nacional, impulsarán la creación de Redes 
Sociales de Apoyo Comunitario a las personas de la 

de comunicación que brinden la posibilidad de ac-
tivar alertas tempranas y efectivas para la atención 
oportuna, ante la ocurrencia de eventos de abandono, 
descuido, violencia intrafamiliar y hechos similares 
que pongan en riesgo la integridad física o moral de 
algún adulto mayor. 

Artículo 15. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las que le sean contrarias.

-
caciones el presente proyecto de ley el día 24 de mayo 
de 2016, según consta en el Acta número 41. Anun-
ciado entre otras fechas el 23 de mayo de 2016 según 
consta en el Acta número 08 Conjuntas de Senado de la 
República y Cámara de Representantes de esa misma 
fecha. 

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE CORRESPONDIENTE AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 203 DE 2016 CÁMARA

 
del Código de Tránsito

Bogotá, D. C., mayo 26 de 2016

Señor Representante

ATILANO ALONSO GIRALDO ARBOLEDA

Presidente Comisión Sexta

Cámara de Representantes

Ciudad

Referencia: Informe de ponencia segundo debate 
Proyecto de ley número 203 de 2016 Cámara

Señor Presidente:

De conformidad con el encargo impartido por usted 
y estando dentro del término previsto para el efecto, 
sometemos a consideración de la Plenaria de la Cámara 
de Representantes el informe de ponencia para segun-
do debate correspondiente al Proyecto de ley número 
203 de 2016 Cámara, -
nas disposiciones del Código de Tránsito, habiendo ya 
cumplido con el requisito de su publicación (Gaceta 
del Congreso número 87 de 2016) y presentación de 
ponencia, debate y votación en la Comisión Sexta. Este 
proyecto es de iniciativa parlamentaria, por parte de 
los honorables Representantes Carlos Germán Navas, 
Ángela María Robledo, Víctor Javier Correa y Alfredo 
Ape Cuello.

El proyecto de ley presentado a consideración del 

-
lidad de evitar arbitrariedades que en aplicación de la 
normativa vigente se han generado por permisiones o 
ambigüedades en su redacción. 

Considerando que la regulación del tránsito es una 
manifestación del ejercicio del poder de policía, el 
Congreso, como titular de la misma, al establecer li-
mitaciones y restricciones al ejercicio de los derechos 
y las libertades de los ciudadanos, debe procurar que 
aquellas no terminen haciendo nugatorio el derecho y 
en esa medida ha de prevenir abusos por parte de la 

normas de policía.

En la medida en que la regulación contenida en el 
código, por falta de precisión acerca de su alcance, 
se ha prestado para extralimitaciones por parte de las 
autoridades de tránsito, se hace necesario que el legis-
lador, que es quien tiene la legitimidad para hacerlo, 
delimite la redacción de aquellas normas que regulan 
situaciones en las que se ha advertido cierta recurrencia 
hacia el abuso de autoridad frente a la indefensión de 
los ciudadanos.

Así, se propone que cuando los organismos de trán-
sito celebren contratos o convenios con los cuerpos 
especializados de policía urbana de tránsito, mediante 
contrato especial suscrito con la Dirección General de 
la Policía, les esté prohibido pactar cualquier cláusula o 
derivar de su ejecución cualquier exigencia de cuotas o 
de mínimo de comparendos, como ha sido denunciado 
en varias ocasiones en algunas de las principales ciuda-
des del país, pues ello propicia un abuso de la función 
que a tales cuerpos les es trasladada en virtud de tales 
contratos. Para tal efecto se hace expreso el alcance de 
la prohibición y se dispone que su desconocimiento 
comporte la comisión de falta disciplinaria gravísima.

Otra situación que ha sido reiteradamente denuncia-
da en los medios de comunicación y en las redes socia-
les, la constituye el abuso en el control de los límites de 
velocidad, ante el incumplimiento en el deber de seña-
lización de los diferentes tramos o sectores. Comoquie-
ra que el ciudadano no puede ser víctima de la falta de 
diligencia de las autoridades administrativas, la falta de 
señalización no puede pesar en su contra, y por ello se 
plantea que si no existe señalización, se presuma para 
todos los efectos que la velocidad de circulación per-
mitida es la máxima autorizada por el propio código.
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Un tercer punto de abuso frecuente ha sido el de ir 
estableciendo restricciones de manera absoluta para el 
estacionamiento, cuando, salvo por razones de seguri-

todas las horas. En todo el mundo civilizado, las pro-
hibiciones deben establecerse en forma razonable, de 
manera que ellas operen cuando afectan la movilidad 
en razón de la cantidad de vehículos en circulación; por 
ello, se propone que no podrá haber zonas de prohibi-
ción permanentes, salvo por razones de seguridad debi-

los que se establezcan prohibiciones, su señalización 
deberá indicar los días y horas en los cuales no opera 
la prohibición.

También es frecuente queja de los destinatarios del 
código, que a pesar de que la norma actual permite que, 
frente a una causa de inmovilización, si la misma es 
subsanable, el agente del tránsito debe permitir la sub-
sanación y limitarse a la imposición del comparendo, 
ello no sea así, y se disponga la inmediata inmoviliza-
ción del vehículo. Para superar esta extralimitación, se 
precisa el término para que el infractor pueda subsanar 
la causa de la inmovilización y se indica que si la causa 
de la infracción es subsanable y el agente de tránsito no 
permite la subsanación y ordena la inmovilización del 
vehículo, responderá penal y disciplinariamente por el 
abuso de autoridad y patrimonialmente por los perjui-
cios ocasionados al propietario o poseedor del vehículo.

Más recientemente se conoció el anuncio de que 
con la revisión del registro del incumplimiento de la 
realización de la revisión técnico-mecánica bastaría 
para hacer llegar al domicilio reportado en el RUNT 
del propietario del vehículo el comparendo por su no 
realización dentro del plazo legal establecido. La ra-
zón de ser de esta infracción es garantizar que cuando 
un vehículo se encuentre en circulación no ponga en 
riesgo la integridad de los demás usuarios de las vías ni 
atente contra la movilidad a causa de una avería por la 
falta de mantenimiento; por ello, si el vehículo no cir-
cula no causa ningún riesgo y en esa medida la sanción 
deviene en irrazonable y desproporcionada, y la única 
manera de establecer que el vehículo está ocasionando 
esos riesgos por no cumplir con la obligación de reali-
zar la revisión técnico-mecánica, es cuando el vehículo 
se encuentra circulando o se halla estacionado en vía 
pública. Por esta razón se dispone que esta infracción 
se cause únicamente cuando el vehículo se encuentre 
en movimiento o estacionado en vía pública y solamen-
te pueda ser impuesta previo comparendo impuesto por 
un agente de tránsito o detectado en movimiento por un 
dispositivo técnico o tecnológico.

Precisamente, la introducción de la tecnología no 
puede constituirse en un aliado de abusos por parte de 
los agentes de tránsito, y por ello, si bien el código per-
mite la contratación de medios técnicos y tecnológicos 
que permitan evidenciar la comisión de infracciones 
o contravenciones, el vehículo, la fecha, el lugar y la 
hora, se prevé que solamente se pueda hacer uso de 
estos medios cuando el vehículo se encuentre en mo-
vimiento, cuando el conductor no atienda la orden de 
detenerse impartida por el agente de tránsito o cuando 
el vehículo se encuentre estacionado y el conductor no 
se halle presente.

También, como garantía del ejercicio del derecho 
a la defensa y el debido proceso, que son inherentes a 
cualquier trámite administrativo, cuando el presunto in-
fractor cuestione el comparendo y asista a la audiencia, 
en ella podrá solicitar como prueba la declaración del 
agente de tránsito que le impuso el comparendo, como 
está establecido para esta clase de procedimientos en 
todos los países civilizados, para lo cual la autoridad 
que conoce del caso debe disponer lo necesario con el 

-
sito no comparece, se exonerará al presunto infractor.

En la presente ponencia y teniendo en cuenta que el 
propósito del proyecto es la garantía plena de los dere-
chos de los destinatarios de la aplicación de las normas 
del Código Tránsito, se propone adicionar dos artícu-

los artículos 129 y 137 del Código de Tránsito, elevan-
do a rango legal los condicionamientos conforme a los 
cuales la Corte Constitucional mediante la Sentencia 
C-530 de 2003 declaró su exequibilidad, pero la sujetó 
a la efectividad del derecho a la defensa en esta clase 
de actuaciones.

-
siones tomadas por la ciudadanía a través de los meca-
nismos de participación no sean desconocidas por las 
autoridades elegidas por ella, se establece de manera 
expresa que las restricciones a la circulación de vehí-
culos establecidas por consulta popular no podrán ser 

Proposición:

Al encontrar razonables y ajustadas a derecho las 

Tránsito contenidas en el presente proyecto de ley, los 
ponentes proponemos a la honorable Plenaria de la Cá-
mara de Representantes dar segundo debate al Proyecto 
de ley número 203 de 2016 Cámara, por la cual se mo-

 

PLIEGO DE MODIFICACIONES  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 203  

DE 2016 CÁMARA

 
del Código de Tránsito.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El parágrafo 4° del artículo 7° de la Ley 
769 de 2002 quedará así:

Parágrafo 4°. Los organismos de tránsito podrán 
-

pecializados de policía urbana de tránsito mediante 
contrato especial pagado por los distritos, municipios 
y departamentos y celebrado con la Dirección General 
de la Policía. Estos contratos podrán ser temporales o 
permanentes, con la facultad para la policía de cambiar 
a sus integrantes por las causales establecidas en el re-
glamento interno de la institución policial. En ningún 
caso se podrán establecer cuotas ni número mínimo de 
comparendos ni condicionar a aquellas o a estos la eje-
cución o prórroga del contrato o convenio o su pago; 
el desconocimiento de esta prohibición constituirá falta 
disciplinaria gravísima.
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Artículo 2°. Adiciónese el parágrafo del artículo 
107 del Código Nacional de Tránsito con el siguiente 
inciso:

Si no existe señalización, se presumirá para todos 
los efectos que la velocidad de circulación permitida 
en el respectivo sector será la máxima autorizada en los 
artículos 106 y 107.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 112 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 112. -
nas de prohibición. Toda zona de prohibición deberá 
estar expresamente señalizada y demarcada en su sitio 
previa decisión del funcionario de tránsito competente. 
No se podrán establecer zonas de prohibición perma-
nentes, salvo por razones de seguridad debidamente 

-
ción deberá indicar los días y horas en los cuales no 
opera la prohibición. Se exceptúan de ser señalizadas o 
demarcadas todas aquellas zonas cuyas normas de pro-
hibición o autorización están expresamente descritas 
en este código.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 125 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 125. . La inmovilización 

suspender temporalmente la circulación del vehícu-
lo por las vías públicas o privadas abiertas al público. 
Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueade-
ros autorizados que determine la autoridad competente, 
hasta que se subsane o cese la causa que le dio origen, 
a menos que sea subsanable en el sitio que se detectó 
la infracción; para este efecto el agente de tránsito con-
cederá un plazo de una hora. Si la causa de la infrac-
ción es subsanable y el agente de tránsito no permite la 
subsanación y ordena la inmovilización del vehículo, 
responderá penal y disciplinariamente por el abuso de 
autoridad y patrimonialmente por los perjuicios ocasio-
nados al propietario o poseedor del vehículo.

Artículo 5º. El artículo 129 de la Ley 769 de 2002, 
quedará así:

Artículo 129.  Los in-
formes de las autoridades de tránsito por las infraccio-
nes previstas en este Código, a través de la imposición 
de comparendo, deberán indicar el número de la licen-
cia de conducción, el nombre, teléfono y dirección del 
presunto inculpado y el nombre y número de placa del 
agente que lo realiza. En el caso de no poder indicar el 
número de licencia de conducción del infractor, el fun-
cionario deberá aportar pruebas objetivas que sustenten 

al último propietario registrado del vehículo, cuando 
existan elementos probatorios que permitan inferir que 
probablemente es el responsable de la infracción, para 
que dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de 

Parágrafo 1°. Las multas no podrán ser impuestas a 
persona distinta de quien cometió la infracción.

Parágrafo 2°. Las ayudas tecnológicas como cáma-
ras de vídeo y equipos electrónicos de lectura que per-

conductor serán válidas como prueba de ocurrencia de 

una infracción de tránsito y por lo tanto darán lugar a la 
imposición de un comparendo.

Artículo 6°. Modifíquese el ordinal C 35 del artícu-
lo 131 del Código Nacional de Tránsito, el cual quedará 
así:

Artículo 131. Multas. Los infractores de las nor-
mas de tránsito serán sancionados con la imposición de 
multas, de acuerdo con el tipo de infracción así:

C.35. No realizar la revisión técnico-mecánica en 
el plazo legal establecido o cuando el vehículo no se 
encuentre en adecuadas condiciones técnico-mecánicas 
o de emisiones contaminantes, aun cuando porte los 

inmovilizado. Esta infracción se causará únicamente 
cuando el vehículo se encuentre en movimiento o es-
tacionado en vía pública, previo comparendo impuesto 
por un agente de tránsito o cuando el vehículo haya 
sido detectado en movimiento por un dispositivo técni-
co o tecnológico.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 135 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 135. Procedimiento. Ante la comisión de 
una contravención, la autoridad de tránsito debe se-
guir el procedimiento siguiente para imponer el com-
parendo:

Ordenará detener la marcha del vehículo y le ex-
tenderá al conductor la orden de comparendo en la que 
ordenará al infractor presentarse ante la autoridad de 
tránsito competente dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes. Al conductor se le entregará copia de la or-
den de comparendo.

Para el servicio público además se enviará por co-
rreo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes copia 
del comparendo al propietario del vehículo, a la em-
presa a la cual se encuentra vinculado y a la Superin-
tendencia de Puertos y Transporte para lo de su com-
petencia.

el conductor, siempre y cuando ello sea posible. Si el 

plenamente con el número de su cédula de ciudadanía 
o pasaporte, dirección de domicilio y teléfono, si lo 
tuviere.

No obstante lo anterior, las autoridades competen-
tes podrán contratar el servicio de medios técnicos y 
tecnológicos que permitan evidenciar la comisión de 
infracciones o contravenciones, el vehículo, la fecha, el 
lugar y la hora. Solamente se podrá hacer uso de estos 
medios cuando el vehículo se encuentre en movimien-
to, cuando el conductor no atienda la orden de dete-
nerse impartida por el agente de tránsito o cuando el 
vehículo se encuentre estacionado y el conductor no se 
halle presente.

En el caso de evidencia de la comisión de la in-
fracción o contravención por medio técnico o tec-
nológico, distinto del comparendo, se enviará por 
correo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
la infracción y sus soportes al propietario, quien, a 
partir de ese momento, dispondrá de los cinco (5) 
días hábiles siguientes para presentarse ante la auto-
ridad de tránsito competente, conforme a lo previsto 
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en el presente artículo para el comparendo. Para el 
servicio público además se enviará por correo dentro 
de este mismo término copia del comparendo y sus 
soportes a la empresa a la cual se encuentre vincula-
do y a la Superintendencia de Puertos y Transporte 
para lo de su competencia.

El Ministerio de Transporte determinará las carac-
terísticas técnicas del formulario de comparendo único 
nacional, así como su sistema de reparto. En este se 
indicará al conductor que tendrá derecho a nombrar un 
apoderado si así lo desea y que en la audiencia, para la 
que se le cite, se decretarán o practicarán las pruebas 
que solicite. El comparendo deberá además proveer el 
espacio para consignar la dirección del inculpado o del 
testigo que lo haya suscrito por este.

Parágrafo 1°. La autoridad de tránsito entregará al 
funcionario competente o a la entidad que aquella en-
cargue para su recaudo, dentro de las doce (12) horas 
siguientes, la copia de la orden de comparendo, so pena 
de incurrir en causal de mala conducta.

Cuando se trate de agentes de policía de carrete-
ras, la entrega de esta copia se hará por conducto del 
comandante de la ruta o del comandante director del 
servicio.

Parágrafo 2°. Los organismos de tránsito podrán 
suscribir contratos o convenios con entes públicos o 

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 136 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 136. Reducción de la multa. Una vez sur-
tida la orden de comparendo, si el inculpado acepta la 
comisión de la infracción, podrá, sin necesidad de otra 
actuación administrativa:

1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del va-
lor de la multa dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la orden de comparendo y siempre y cuando asista 
obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito 
en un Organismo de Tránsito o en un Centro Integral 
de Atención. Si el curso se realiza ante un Centro 
Integral de Atención o en un organismo de tránsito 
de diferente jurisdicción donde se cometió la infrac-
ción, a este se le cancelará un veinticinco por ciento 
(25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al 
organismo de tránsito de la jurisdicción donde se co-
metió la infracción; o

2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de 
la multa, si paga dentro de los veinte días siguientes 
a la orden de comparendo y siempre y cuando asista 
obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito 
en un organismo de tránsito o en un Centro Integral de 
Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral 
de Atención o en un organismo de tránsito de diferente 
jurisdicción donde se cometió la infracción, a este se le 
cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a 
pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito 
de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o

3. Si aceptada la infracción, esta no se paga en las 
oportunidades antes indicadas, el inculpado deberá 
cancelar el ciento por ciento (100%) del valor de la 
multa más sus correspondientes intereses moratorios.

Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, 
deberá comparecer ante el funcionario en audiencia pú-
blica para que este decrete las pruebas conducentes que 

. 
El inculpado podrá solicitar como prueba la declaración 
del agente de tránsito que le impuso el comparendo, 
para lo cual la autoridad que conoce del caso dispondrá 

Si el agente de tránsito no comparece, se exonerará al 
presunto infractor.

Si el contraventor no compareciere sin justa causa 
comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles si-

de tránsito, después de treinta (30) días calendario de 
ocurrida la presunta infracción, seguirá el proceso, en-
tendiéndose que queda vinculado al mismo, fallándose 

En la misma audiencia, si fuere posible, se practi-
carán las pruebas y se sancionará o absolverá al incul-
pado. Si fuere declarado contraventor, se le impondrá 
el ciento por ciento (100%) de la sanción prevista en 
la ley. Los organismos de tránsito de manera gratuita 
podrán celebrar acuerdos para el recaudo de las multas 
y podrán establecer convenios con los bancos para este 

-
to que la impone y la comparecencia, podrá efectuarse 
en cualquier lugar del país.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 137 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 137. Información. En los casos en que la in-
fracción fuere detectada por medios tecnológicos que per-
mitan comprobar la identidad del vehículo o del conduc-
tor, el soporte de la comisión de la infracción se remitirá a 
la dirección registrada del último propietario del vehículo.

La actuación se adelantará en la forma prevista en el 
artículo precedente, con un plazo adicional de seis (6) días 
hábiles contados a partir del recibo de la comunicación 
respectiva, para lo cual deberá disponerse de la prueba de 
la infracción como anexo necesario del comparendo.

Si no se presentare el citado a rendir sus descargos 
ni solicitare pruebas que desvirtúen la comisión de la 
infracción y una vez agotados todos los medios a dis-
posición de la administración para hacerlo comparecer, 
se registrará la sanción a su cargo en el Registro de 
Conductores e Infractores, siempre que aparezca plena-
mente comprobado que el citado es el infractor. 

Parágrafo 1°. El respeto al derecho a defensa será 
materializado y garantizado por los organismos de trán-
sito, adoptando para uso de sus inculpados y autoridad, 
herramientas técnicas de comunicación y representación 
de hechos sucedidos en el tránsito, que se constituyan en 
medios probatorios, para que en audiencia pública estos 
permitan sancionar o absolver al inculpado bajo claros 
principios de oportunidad, transparencia y equidad.

Artículo 10. Las restricciones a la circulación de ve-
hículos establecidas por consulta popular no podrán ser 

Artículo 11. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

Igualmente, se deja constancia de que el siguiente 
fue el texto aprobado en primer debate por la Comisión 
Sexta de la Cámara de Representantes:
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR 
LA COMISIÓN SEXTA DE LA CÁMARA DE  
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 203 DE 2016 CÁMARA

 
del Código de Tránsito.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El parágrafo 4° del artículo 7° de la Ley 
769 de 2002 quedará así:

Parágrafo 4°. Los organismos de tránsito podrán 
-

pecializados de policía urbana de tránsito mediante 
contrato especial pagado por los distritos, municipios 
y departamentos y celebrado con la Dirección General 
de la Policía. Estos contratos podrán ser temporales o 
permanentes, con la facultad para la policía de cambiar 
a sus integrantes por las causales establecidas en el re-
glamento interno de la institución policial. En ningún 
caso se podrán establecer cuotas ni número mínimo de 
comparendos ni condicionar a aquellas o a estos la eje-
cución o prórroga del contrato o convenio o su pago; 
el desconocimiento de esta prohibición constituirá falta 
disciplinaria gravísima.

Artículo 2°. Adiciónese el parágrafo del artículo 
107 del Código Nacional de Tránsito con el siguiente 
inciso:

Si no existe señalización, se presumirá para todos 
los efectos que la velocidad de circulación permitida 
en el respectivo sector será la máxima autorizada en los 
artículos 106 y 107.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 112 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 112. -
nas de prohibición. Toda zona de prohibición deberá es-
tar expresamente señalizada y demarcada en su sitio pre-
via decisión del funcionario de tránsito competente. No 
se podrán establecer zonas de prohibición permanentes, 

en todos los demás eventos, la señalización deberá indi-
car los días y horas en los cuales no opera la prohibición. 
Se exceptúan de ser señalizadas o demarcadas todas 
aquellas zonas cuyas normas de prohibición o autoriza-
ción están expresamente descritas en este código.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 125 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 125. . La inmovilización 

suspender temporalmente la circulación del vehículo 
por las vías públicas o privadas abiertas al público. 
Para tal efecto, el vehículo será conducido a parquea-
deros autorizados que determine la autoridad compe-
tente, hasta que se subsane o cese la causa que le dio 
origen, a menos que sea subsanable en el sitio que 
se detectó la infracción; para este efecto el agente de 
tránsito concederá un plazo de una hora. Si la causa 
de la infracción es subsanable y el agente de tránsito 
no permite la subsanación y ordena la inmovilización 
del vehículo, responderá penal y disciplinariamente 
por el abuso de autoridad y patrimonialmente por los 

perjuicios ocasionados al propietario o poseedor del 
vehículo.

Artículo 5°. Modifíquese el ordinal C 35 del artículo 
131 del Código Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 131. Multas. Los infractores de las nor-
mas de tránsito serán sancionados con la imposición de 
multas, de acuerdo con el tipo de infracción así:

C.35. No realizar la revisión técnico-mecánica en 
el plazo legal establecido o cuando el vehículo no se 
encuentre en adecuadas condiciones técnico-mecánicas 
o de emisiones contaminantes, aun cuando porte los 

inmovilizado. Esta infracción se causará únicamente 
cuando el vehículo se encuentre en movimiento o es-
tacionado en vía pública, previo comparendo impuesto 
por un agente de tránsito o cuando el vehículo haya 
sido detectado en movimiento por un dispositivo técni-
co o tecnológico.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 135 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 135. Procedimiento. Ante la comisión de 
una contravención, la autoridad de tránsito debe seguir 
el procedimiento siguiente para imponer el comparendo:

Ordenará detener la marcha del vehículo y le ex-
tenderá al conductor la orden de comparendo en la que 
ordenará al infractor presentarse ante la autoridad de 
tránsito competente dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes. Al conductor se le entregará copia de la or-
den de comparendo.

Para el servicio público además se enviará por correo 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes copia del 
comparendo al propietario del vehículo, a la empresa a 
la cual se encuentra vinculado y a la Superintendencia de 
Puertos y Transporte para lo de su competencia.

conductor, siempre y cuando ello sea posible. Si el con-

con el número de su cédula de ciudadanía o pasaporte, 
dirección de domicilio y teléfono, si lo tuviere.

No obstante lo anterior, las autoridades competentes 
podrán contratar el servicio de medios técnicos y tecno-
lógicos que permitan evidenciar la comisión de infrac-
ciones o contravenciones, el vehículo, la fecha, el lugar 
y la hora. Solamente se podrá hacer uso de estos medios 
cuando el vehículo se encuentre en movimiento, cuando 
el conductor no atienda la orden de detenerse impartida 
por el agente de tránsito o cuando el vehículo se encuen-
tre estacionado y el conductor no se halle presente.

En el caso de evidencia de la comisión de la infrac-
ción o contravención por medio técnico o tecnológico, 
distinto del comparendo, se enviará por correo dentro 
de los tres (3) días hábiles siguientes la infracción y sus 
soportes al propietario, quien estará obligado al pago 
de la multa. Para el servicio público además se envia-
rá por correo dentro de este mismo término copia del 
comparendo y sus soportes a la empresa a la cual se 
encuentre vinculado y a la Superintendencia de Puertos 
y Transporte para lo de su competencia.

El Ministerio de Transporte determinará las carac-
terísticas técnicas del formulario de comparendo único 
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nacional, así como su sistema de reparto. En este se 
indicará al conductor que tendrá derecho a nombrar un 
apoderado si así lo desea y que en la audiencia, para la 
que se le cite, se decretarán o practicarán las pruebas 
que solicite. El comparendo deberá además proveer el 
espacio para consignar la dirección del inculpado o del 
testigo que lo haya suscrito por este.

Parágrafo 1°. La autoridad de tránsito entregará al 
funcionario competente o a la entidad que aquella en-
cargue para su recaudo, dentro de las doce (12) horas 
siguientes, la copia de la orden de comparendo, so pena 
de incurrir en causal de mala conducta.

Cuando se trate de agentes de policía de carrete-
ras, la entrega de esta copia se hará por conducto del 
comandante de la ruta o del comandante director del 
servicio.

Parágrafo 2°. Los organismos de tránsito podrán 
suscribir contratos o convenios con entes públicos o 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 136 del Código 
Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 136. Reducción de la multa. Una vez sur-
tida la orden de comparendo, si el inculpado acepta la 
comisión de la infracción, podrá, sin necesidad de otra 
actuación administrativa:

1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del valor 
de la multa dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
orden de comparendo y siempre y cuando asista obli-
gatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en 
un Organismo de Tránsito o en un Centro Integral de 
Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral 
de Atención o en un organismo de tránsito de diferente 
jurisdicción donde se cometió la infracción, a este se le 
cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a 
pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito 
de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o

2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de 
la multa, si paga dentro de los veinte días siguientes 
a la orden de comparendo y siempre y cuando asista 
obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito 
en un organismo de tránsito o en un Centro Integral de 
Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral 
de Atención o en un organismo de tránsito de diferente 
jurisdicción donde se cometió la infracción, a este se le 
cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a 
pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito 
de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o

3. Si aceptada la infracción, esta no se paga en las 
oportunidades antes indicadas, el inculpado deberá 
cancelar el ciento por ciento (100%) del valor de la 
multa más sus correspondientes intereses moratorios.

Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, 
deberá comparecer ante el funcionario en audiencia pú-
blica para que este decrete las pruebas conducentes que 

. 
El inculpado podrá solicitar como prueba la declaración 
del agente de tránsito que le impuso el comparendo, 
para lo cual la autoridad que conoce del caso dispondrá 

Si el agente de tránsito no comparece, se exonerará al 
presunto infractor.

Si el contraventor no compareciere sin justa causa 
comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles si-

de tránsito, después de treinta (30) días calendario de 
ocurrida la presunta infracción, seguirá el proceso, en-
tendiéndose que queda vinculado al mismo, fallándose 

En la misma audiencia, si fuere posible, se practi-
carán las pruebas y se sancionará o absolverá al incul-
pado. Si fuere declarado contraventor, se le impondrá 
el ciento por ciento (100%) de la sanción prevista en 
la ley. Los organismos de tránsito de manera gratuita 
podrán celebrar acuerdos para el recaudo de las multas 
y podrán establecer convenios con los bancos para este 

-
to que la impone y la comparecencia, podrá efectuarse 
en cualquier lugar del país.

Artículo 8°. Las restricciones a la circulación de ve-
hículos establecidas por consulta popular no podrán ser 

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,

COMISIÓN SEXTA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE

Bogotá, D. C., 7 de junio de 2016

Autorizo la publicación del presente informe de po-
-

nes, el texto que se propone para segundo debate y el 
texto aprobado en primer debate del Proyecto de ley 
número 203 de 2016 Cámara, 
algunas disposiciones del Código de Tránsito.

-
tante Víctor Javier Correa (Ponente Coordinador).

del 7 de junio de 2016, se solicita la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
POR LA COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIO-
NAL PERMANENTE DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES EN SESIÓN 
DEL DÍA VEINTICUATRO (24) DE MAYO DE 
2016, AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 203  

DE 2016 CÁMARA
 

del Código de Tránsito.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El parágrafo 4º del artículo 7° de la 

Ley 769 de 2002 quedará así:
Parágrafo 4º. Los organismos de tránsito podrán 

-
pecializados de policía urbana de tránsito mediante 
contrato especial pagado por los distritos, municipios 
y departamentos y celebrado con la Dirección Gene-
ral de la Policía. Estos contratos podrán ser tempo-
rales o permanentes, con la facultad para la policía 
de cambiar a sus integrantes por las causales esta-
blecidas en el reglamento interno de la institución 
policial. En ningún caso se podrán establecer cuotas 
ni número mínimo de comparendos ni condicionar a 
aquellas o a estos la ejecución o prórroga del contra-
to o convenio o su pago; el desconocimiento de esta 
prohibición constituirá falta disciplinaria gravísima.

Artículo 2º. Adiciónese el parágrafo del artículo 
107 del Código Nacional de Tránsito con el siguien-
te inciso:

Si no existe señalización, se presumirá para todos 
los efectos que la velocidad de circulación permitida 
en el respectivo sector será la máxima autorizada en 
los artículos 106 y 107.

Artículo 3º. Modifíquese el artículo 112 del Có-
digo Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 112. 
 Toda zona de prohibición de-

berá estar expresamente señalizada y demarcada en 
su sitio previa decisión del funcionario de tránsito 
competente. No se podrán establecer zonas de prohi-
bición permanentes , salvo por razones de seguridad 

-
tos, la señalización deberá indicar los días y horas en 
los cuales no opera la prohibición. Se exceptúan de 
ser señalizadas o demarcadas todas aquellas zonas 
cuyas normas de prohibición o autorización están 
expresamente descritas en este código.

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 125 del Có-
digo Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 125. . La inmovilización 

en suspender temporalmente la circulación del ve-
hículo por las vías públicas o privadas abiertas al 
público. Para tal efecto, el vehículo será conducido 
a parqueaderos autorizados que determine la autori-
dad competente, hasta que se subsane o cese la causa 
que le dio origen, a menos que sea subsanable en el 
sitio que se detectó la infracción; para este efecto el 
agente de tránsito concederá un plazo de una hora. Si 
la causa de la infracción es subsanable y el agente de 
tránsito no permite la subsanación y ordena la inmo-

vilización del vehículo, responderá penal y discipli-
nariamente por el abuso de autoridad y patrimonial-
mente por los perjuicios ocasionados al propietario 
o poseedor del vehículo.

Artículo 5º. Modifíquese el Ordinal C 35 del ar-
tículo 131 del Código Nacional de Tránsito, el cual 
quedará así:

Artículo 131. Multas. Los infractores de las nor-
mas de tránsito serán sancionados con la imposición 
de multas, de acuerdo con el tipo de infracción así:

C.35. No realizar la revisión técnico-mecánica 
en el plazo legal establecido o cuando el vehículo 
no se encuentre en adecuadas condiciones técnico-
mecánicas o de emisiones contaminantes, aun cuan-

el vehículo será inmovilizado. Esta infracción se 
causará únicamente cuando el vehículo se encuentre 
en movimiento o estacionado en vía pública, pre-
vio comparendo impuesto por un agente de tránsito 
o cuando el vehículo haya sido detectado en movi-
miento por un dispositivo técnico o tecnológico.

Artículo 6º. Modifíquese el artículo 135 del Có-
digo Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 135. Procedimiento. Ante la comisión 
de una contravención, la autoridad de tránsito debe 
seguir el procedimiento siguiente para imponer el 
comparendo:

Ordenará detener la marcha del vehículo y le ex-
tenderá al conductor la orden de comparendo en la 
que ordenará al infractor presentarse ante la autori-
dad de tránsito competente dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes. Al conductor se le entregará 
copia de la orden de comparendo.

Para el servicio además se enviará por correo 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes copia 
del comparendo al propietario del vehículo, a la em-
presa a la cual se encuentra vinculado y a la Super-
intendencia de Puertos y Transporte para lo de su 
competencia.

por el conductor, siempre y cuando ello seaposible. 

de ciudadanía o pasaporte, dirección de domicilio y 
teléfono, si lo tuviere.

No obstante lo anterior, las autoridades compe-
tentes podrán contratar el servicio de medios técni-
cos y tecnológicos que permitan evidenciar la comi-
sión de infracciones o contravenciones, el vehículo, 
la fecha, el lugar y la hora. Solamente se podrá hacer 
uso de estos medios cuando el vehículo se encuentre 
en movimiento, cuando el conductor no atienda la 
orden de detenerse impartida por el agente de trán-
sito o cuando el vehículo se encuentre estacionado y 
el conductor no se halle presente.

En el caso de evidencia de la comisión de la in-
fracción o contravención por medio técnico o tec-
nológico, distinto del comparendo, se enviará por 
correo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
la infracción y sus soportes al propietario, quien es-
tará obligado al pago de la multa. Para el servicio 
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público además se enviará por correo dentro de este 
mismo término copia del comparendo y sus soportes 
a la empresa a la cual se encuentre vinculado y a la 
Superintendencia de Puertos y Transporte para lo de 
su competencia.

El Ministerio de Transporte determinará las ca-
racterísticas técnicas del formulario de comparendo 
único nacional, así como su sistema de reparto. En 
este se indicará al conductor que tendrá derecho a 
nombrar un apoderado si así lo desea y que en la 
audiencia, para la que se le cite, se decretarán o 
practicarán las pruebas que solicite. El comparen-
do deberá además proveer el espacio para consignar 
la dirección del inculpado o del testigo que lo haya 
suscrito por este.

Parágrafo 1º. La autoridad de tránsito entregará 
al funcionario competente o a la entidad que aquella 
encargue para su recaudo, dentro de las doce (12) 
horas siguientes, la copia de la orden de comparen-
do, so pena de incurrir en causal de mala conducta.

Cuando se trate de agentes de policía de carrete-
ras, la entrega de esta copia se hará por conducto del 
comandante de la ruta o del comandante director del 
servicio.

Parágrafo 2º. Los organismos de tránsito podrán 
suscribir contratos o convenios con entes públicos o 

Artículo 7º. Modifíquese el artículo 136 del Có-
digo Nacional de Tránsito, el cual quedará así:

Artículo 136. Reducción de la multa. Una vez 
surtida la orden de comparendo, si el inculpado 
acepta la comisión de la infracción, podrá, sin nece-
sidad de otra actuación administrativa:

1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del va-
lor de la multa dentro de los cinco (5) días siguien-
tes a la orden de comparendo y siempre y cuando 
asista obligatoriamente a un curso sobre normas de 
tránsito en un Organismo de Tránsito o en un Centro 
Integral de Atención. Si el curso se realiza ante un 
Centro Integral de Atención o en un organismo de 
tránsito de diferente jurisdicción donde se cometió 
la infracción, a este se le cancelará un veinticinco 
por ciento (25%) del valor a pagar y el excedente 
se pagará al organismo de tránsito de la jurisdicción 
donde se cometió la infracción; o

2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de 
la multa, si paga dentro de los veinte días siguien-
tes a la orden de comparendo y siempre y cuando 
asista obligatoriamente a un curso sobre normas de 
tránsito en un organismo de tránsito o en un Centro 
Integral de Atención. Si el curso se realiza ante un 
Centro Integral de Atención o en un organismo de 
tránsito de diferente jurisdicción donde se cometió 
la infracción, a este se le cancelará un veinticinco 
por ciento (25%) del valor a pagar y el excedente 
se pagará al organismo de tránsito de la jurisdicción 
donde se cometió la infracción; o

3. Si aceptada la infracción, esta no se paga en 
las oportunidades antes indicadas, el inculpado de-
berá cancelar el ciento por ciento (100%) del valor 
de la multa más sus correspondientes intereses mo-
ratorios.

Si el inculpado rechaza la comisión de la infrac-
ción, deberá comparecer ante el funcionario en au-
diencia pública para que este decrete las pruebas 

que considere útiles. El inculpado podrá solicitar 
como prueba la declaración del agente de tránsito 
que le impuso el comparendo, para lo cual la autori-
dad que conoce del caso dispondrá lo necesario con 

tránsito no comparece, se exonerará al presunto in-
fractor.

Si el contraventor no compareciere sinjusta cau-
sa comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles 

-
ridad de tránsito, después de treinta (30) días calen-
dario de ocurrida la presunta infracción, seguirá el 
proceso, entendiéndose que queda vinculado al mis-

en estrados.
En la misma audiencia, si fuere posible, se prac-

ticarán las pruebas y se sancionará o absolverá al 
inculpado. Si fuere declarado contraventor, se le 
impondrá el ciento por ciento (100%) de la sanción 
prevista en la ley. Los organismos de tránsito de ma-
nera gratuita podrán celebrar acuerdos para el recau-
do de las multas y podrán establecer convenios con 

del organismo de tránsito que la impone y la com-
parecencia, podrá efectuarse en cualquier lugar del 
país.

Artículo 8º. Las restricciones a la circulación de 
vehículos establecidas por consulta popular no po-

Artículo 9º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean con-
trarias.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN SEXTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Mayo 24 de 2016.
En sesión de la fecha fue aprobado en primer de-

bate y en los términos anteriores el Proyecto de ley 
número 203 de 2016 Cámara, por la cual se modi-

 
(Acta número 032) previo anuncio de su votación en 
sesión ordinaria del día 18 de mayo de 2016, según 
Acta número 031 de 2016, en cumplimiento del artí-
culo 8° del Acto legislativo número 01 de 2003.

siga su curso legal en segundo debate en la Plenaria 
de la Cámara de Representantes.
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TEXTO DEFINITIVO COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA CÁ-
MARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 206 DE 2016 CÁMARA
por la cual se dispone predios rurales de propiedad de 
la Nación y terrenos baldíos afectados por licencias 
de explotación minera y/o petrolera, a trabajadores y 

-
ciales y productivos y se dictan disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Agencia Nacional de Tierras (ANT), 
como máxima autoridad de las tierras de la nación, ten-
drá por objeto ejecutar la política de ordenamiento so-
cial de la propiedad rural formulada por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, para lo cual deberá 
gestionar el acceso a la tierra como factor productivo, 
lograr la seguridad jurídica sobre esta, promover su uso 
en cumplimiento de la función social de la propiedad y 
administrar y disponer de los predios rurales de propie-
dad de la Nación. 

Artículo 2°. La ANT, adelantará los procesos de ad-
quisición y expropiación de predios en los casos esta-
blecidos en los literales b) y c) del artículo 31 de la Ley 
160 de 1994 bajo los lineamientos del Director de la 
Agencia. 

Artículo 3°. La ANT, determinará los criterios me-
todológicos para el cálculo de las extensiones constitu-
tivas de Unidades Agrícolas Familiares (UAF) y para 

Relativamente Homogéneas. 
La ANT, declarará, en caso de exceso del área per-

mitida, que hay indebida ocupación o apropiación de 
las tierras de la Nación. En caso de existir áreas que 
excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar es-
tablecidas para las tierras en el municipio o zona a es-
tas áreas se les darán el carácter de predios rurales de 
propiedad de la Nación o terrenos baldíos reservados, 
susceptible de ser adjudicados a otros campesinos.

Para expedir las reglamentaciones sobre las exten-
siones máximas y mínimas adjudicables, la ANT debe-
rá tener en cuenta, entre otras, las condiciones agroló-

poblados de más de tres mil (3.000) habitantes, vías de 
comunicación de las zonas correspondientes, la com-
posición y concentración de la propiedad territorial, los 
índices de producción y productividad, la aptitud y las 
características del desarrollo sostenible de la región, la 
condición de aledaños de los predios rurales de propie-
dad de la Nación y los terrenos baldíos, o la distancia 
a carreteras transitables por vehículos automotores, fe-
rrocarriles, ríos navegables, a centros urbanos de más 
de diez mil (10.000) habitantes, o a puertos marítimos. 

La ANT está facultada para señalar zonas en las 
cuales las adjudicaciones solo podrán hacerse con base 
en producciones forestales o de conservación forestal, 

-
forme a las circunstancias de la zona correspondiente, 
las características de estas últimas. 

Parágrafo 1°. No serán adjudicables los predios ru-
rales de propiedad de la Nación y los terrenos baldíos 
que cuenten con las siguientes condiciones: 

a) Los predios rurales de propiedad de la Nación y 
los terrenos baldíos situados dentro de un radio de dos-
cientos cincuenta (250) metros alrededor de las zonas 
donde se adelanten procesos de explotación de recursos 
naturales no renovables; entendiéndose por estos, ma-
teriales fósiles útiles y aprovechables económicamente 
presentes en el suelo y el subsuelo, dejando por fuera 
los materiales de construcción y las salinas tomando 
como punto para contar la distancia, la boca de la mina 

b) Los terrenos situados en colindancia a carreteras 
del sistema vial nacional, según las fajas mínimas de 
retiro obligatorio o áreas de exclusión, conforme fue-

Parágrafo 2°. Los predios rurales de propiedad de la 
Nación y los terrenos baldíos, serán adjudicados exclu-
sivamente a trabajadores y pobladores rurales de esca-

Artículo 4°. La ANT, hará el seguimiento a los pro-
cesos de acceso a tierras, comprendiendo los de asigna-
ción del subsidio integral de reforma agraria, la adju-

de baldíos a personas naturales conforme al régimen 
general previsto en la Ley 160 de 1994, y a los regíme-
nes especiales de adjudicación que se establezcan en 
reservas especiales de baldíos, la suscripción de contra-
tos de explotación y en general formas alternativas de 
dotación de tierras que se formulen como instrumentos 
de acceso para sujetos de reforma agraria que se ade-
lanten en las zonas de barrido predial focalizadas por el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 5°. La ANT, adelantará y decidirá los pro-
cedimientos y actuaciones administrativas de acceso 
a tierras, adjudicación de subsidio integral de reforma 
agraria, titulación predios rurales de propiedad de la 
Nación y los terrenos baldíos, adjudicación de bienes 

-
plimiento de los programas especiales de dotación de 

de entrada en operación de la ANT se encuentren en 
trámite y no hayan sido resueltos por el Instituto Co-
lombiano de Desarrollo Rural. 

La ANT, adelantará y decidirá los procedimientos 
y actuaciones administrativas de acceso a tierras, ad-
judicación de subsidio integral de reforma agraria, ti-
tulación de predios rurales de propiedad de la Nación 

patrimoniales y programas especiales de dotación de 

por demanda fuera de las zonas focalizadas por el Mi-
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 66 de la Ley 
160 de 1994, el cual quedaría así: 

A partir de la vigencia de esta ley y como regla ge-
neral, salvo las excepciones que establezca la ANT, 
Los predios rurales de propiedad de la Nación y los 
terrenos baldíos se titularán en Unidades Agrícolas Fa-

de este Estatuto. 

T E X T O S  D E  C O M I S I Ó N
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Artículo 7°. La presente ley rige a partir del momen-
to de su promulgación y deroga la Ley 1728 de 2014 y 
disposiciones que le sean contrarias.

Del honorable Representante,

 
COMISIÓN QUINTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
SECRETARÍA

Bogotá, D. C., junio 3 de 2016 
En Sesión de Comisión del día 1° de junio de 2016, 

Cámara, por la cual se dispone predios rurales de pro-
piedad de la Nación y terrenos baldíos afectados por 
licencias de explotación minera y/o petrolera, a traba-
jadores y pobladores rurales de escasos recursos, con 

 

curso legal y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 165 de la Ley 5ª 
de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión 
de Comisión número 032, Legislatura 2015-2016, del 1° 
de junio de 2016, previo su anuncio en Sesión de Comi-
sión del día 25 de mayo de 2016, correspondiente al Acta 
número 031, Legislatura 2015-2016.
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